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Abstract  

 

This research work has fundamental premise to help solve an everyday topic that has to do with 

problems of unequal society in which we live, access to justice or well regarded as the inaccessibility, 

the same problem that in the present case will be addressed as a sociological problem primarily without 

ignoring the complex and interrelated nature of knowledge. In this sense is intended to study the 

perceptions of the population of the municipality of Sucre, around the reasons why in spite of feeling 

with sufficient justifications for resorting to the State jurisdiction not made it, which will give us a 

reflection of perception concerning the State Justice part of the population, within the framework of the 

same investigative path will be an analysis of comparative public policy designed to alleviate the 

problem of inaccessibility to justice in other countries. So are also made specific proposals, mainly 

through public policy to reduce the effects produced by the perception that we have of the Bolivian 

State Justice, taking into account multiculturalism, based on the theoretical - methodological and 

diagnosis of this social epidemic. 

 

Key words: State jurisdiction, access to justice, perception and public policy, multiculturalism. 

 

Resumen  

 

El presente trabajo de investigación tiene como premisa fundamental contribuir a solucionar un tópico 

cotidiano que tiene que ver con problemas de la sociedad desigual en la que vivimos, el acceso a la 

justicia o bien mirado como problema la inaccesibilidad, el mismo que en el presente caso será 

abordado como problema sociológico primordialmente sin desconocer la naturaleza compleja e 

interrelacional del conocimiento. En este sentido se pretende conocer la percepción de la población del 

municipio de Sucre, en torno a los motivos por los cuales pese a sentirse con justificaciones suficientes 

para acudir a la jurisdicción estatal no lo hicieron, lo cual nos dará un reflejo de la percepción relativa a 

la  justicia estatal por parte de la población, en el marco del mismo camino investigativo se hará un 

análisis de políticas públicas comparadas destinadas a paliar el problema  de la inaccesibilidad a la 

justicia en otros países. Así también se realizan propuestas concretas, principalmente a través de 

políticas públicas para reducir los efectos que produce la percepción que se tiene de la justicia estatal 

boliviana, tomando en cuenta la pluriculturalidad, en base al marco teórico – metodológico y al 

diagnóstico  de ésta epidemia social. 

 

Palabras claves: jurisdicción estatal, acceso a la justicia, percepción, políticas públicas, 

pluriculturalidad  

   

  



 

 

Introducción  
 

En el último tiempo en América Latina se ha puesto en boga el tema del acceso a la justicia, como una 

de las tareas pendientes del Estado, aquél cuyo norte institucional radica en la sistemática promoción y 

protección de los Derechos Humanos; principalmente porque se ha entendido que la protección de los 

derechos sólo puede realizarse a través de mecanismos procesales eficaces de tutela, un derecho sin 

garantía jurisdiccional es simplemente  una bella declaración de intereses, pero no una realidad 

concreta dentro de la eficacia del Derecho. 

 

 Asimismo se tiene que la existencia de mecanismos procesales por sí mismos, no solucionan el 

problema del acceso a la justicia, esto puede evidenciarse haciendo un contraste normativo de las 

acciones procesales contenidas en el ordenamiento jurídico boliviano y los derechos proclamados en el 

mismo, dentro de ese contraste encontraremos que los derechos cuya justiciabilidad ha quedado 

resuelta1 tienen medios procesales de tutela, mas allá de los plazos, formalismos, etcétera, estos 

mecanismos existen, así como en otros países de América Latina, sin embargo se tiene que en la región 

se encuentran elevados índices de inaccesibilidad a la justicia, esto ha motivado que el presente trabajo 

pretenda identificar la aplicabilidad de esa realidad al caso local del municipio de Sucre. 

 

 Como se dijo el  tema que nos ocupa no es nuevo como cuestión de políticas públicas, ingresó a 

la agenda de los expertos, al menos en Sudamérica, a principios de la década del sesenta. Como se 

recordará, la administración del presidente Kennedy en Estados Unidos, lanzó una ambiciosa iniciativa 

denominada Alianza para el Progreso, a través de la cual se intentaba poner en práctica un pequeño 

plan Marshall para América Latina, aplicando una discreta cantidad de fondos al estudio e 

implementación de importantes reformas que permitieran un rápido proceso de modernización y 

aggiornamento de las instituciones y prácticas políticas de los países del subcontinente.  

 

 Pocos años más tarde, se refuerza la centralidad de la cuestión del acceso, como consecuencia 

del impacto que producen las investigaciones dirigidas por Mauro Capeletti y Bryan Garth. El 

denominado Proyecto Florentino, desarrollado durante cinco años, contó con el aporte de más de cien 

investigadores de distintas áreas, de 30 países, y se publicó en seis tomos en el año 1979. Allí se 

analizaba la cuestión de la pobreza extrema y de la exclusión social como obstáculos fundamentales, 

pero se reflexionaba también sobre otros tópicos, tales como la emergencia de los llamados derechos 

difusos y la implementación de medios técnicos que pudieran coadyuvar a mejorar la vinculación de la 

ciudadanía con los tribunales de justicia, por ejemplo, simplificación de los procedimientos, 

informalismo, mecanismos alternativos de resolución de conflictos, descentralización de la 

administración de justicia, ombusman, etc. 

 

1. Justificación  
 

La realización del presente trabajo encuentra su primordial justificación en que el Derecho de acceso 

a la justicia es entendido hoy como una condición esencial para el desarrollo de los demás derechos, 

y por lo tanto su vigencia se encuentra fielmente vinculada a la vigencia misma del Estado 

Constitucional y democrático de Derecho, es en esa estructura de razonamiento que se encuentra 

altamente justificada la realización de una investigación sobre el tema. 

 

                                                 
1 Con esta afirmación se reconoce que existen derechos como aquellos económicos, sociales y culturales cuya justiciabilidad 

todavía es una tarea pendiente de la constitución y las leyes. 



 

 

 Asimismo se ha encontrado un vacío investigativo al respecto no a nivel global donde han 

encontrado muchos esfuerzos por resolver esta problemática pero si a nivel local, por lo que es 

necesario iniciar una discusión sobre el tema, ya que gran parte del descrédito que tiene hoy en día el 

Poder Judicial, se debe a la concepción que tiene la gente de la “justicia estatal”. Por lo que la única 

manera de iniciar una reforma seria en torno a hacer más cotidiana la tutela de los derechos de la 

población, en pro de la protección integral de los derechos humanos, y a mejorar la imagen del Poder 

Judicial de Bolivia, radica en constatar si existe un elevado índice de inaccesibilidad a la justicia y 

determinar las causas del mismo. Finalmente el aporte sociológico que pretende generar esta 

investigación radica en los aspectos simbólicos y de significación que obstaculizan el acceso a la 

jurisdicción, ya que se considera que no solamente los aspectos objetivos, como la distribución 

territorial de los juzgados, o la defomalización del Derecho permitirán mejorar los índices de acceso 

a la jurisdicción. 

 

2. Situación problémica 

 

El Acceso a la Justicia fue definido como una de las 5 áreas claves para las Democracias de la Región 

(Cumbres Iberoamericanas de Presidentes de los Estados de la Región – Canadá 2002 – México 2004). 

 

La XIV Conferencia de Ministros de Justicia de países Iberoamericanos (Fortaleza – Brasil 

2004), definió como prioritario “promover horizontalmente en la región, políticas públicas focalizadas 

a mejorar el Acceso a la Justicia”. El Primer Foro Iberoamericano de Acceso a la Justicia que contó con 

el patrocinio del Ministerio de Justicia de Chile y del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo 

– PNUD – (Santiago de Chile – Octubre de 2005) y sus conclusiones y propuestas que deben ser 

presentadas en la Conferencia de Ministros de Justicia (Tenerife – España 2006), ha confirmado la 

vigencia de esta temática como prioritaria a nivel regional. 

 

 En Iberoamérica (Estudio PNUD-en 13 ciudades-países)2 se constató la existencia de una 

enorme demanda sin cubrir. Quien no tiene dinero para costear un abogado y los costos de los 

procedimientos, no tiene defensa jurídica ni  acceso a la justicia. El desconocimiento de los derechos, la 

casi inexistente consideración e inversión en la justicia local (comunitaria-vecinal) dadas las 

dificultosas realidades de vida en áreas rurales para una parte importante de la población (40% de la 

población rural en América Latina) y la total descoordinación entre las entidades estatales y privadas 

existentes, constituyen hitos principales de de los bajos índices de credibilidad, así como de acceso al 

servicio judicial público y de la insatisfacción ciudadana generalizada que esta realidad arrastra. 

 

 Esta realidad regional indiscutiblemente abarca a Bolivia, ya que tenemos un estudio que si bien 

no es atinente propiamente a la problemática que tratamos ahora, nos permite continuar en la 

recopilación indiciaria, así vemos que los resultados del programa Justicia para todos 3generaron los 

siguientes datos en cuanto al tema de la cobertura judicial 

 

- La cobertura de los juzgados respecto del territorio es limitada, llegando sólo a 134 municipios, es 

decir menos del sesenta por ciento de los actualmente existentes. 

- A pesar de un aumento significativo del número de juzgados, la cobertura de éstos en relación al 

territorio municipal sigue siendo limitada. 

                                                 
2 Ver www.pnud.cl 
3 http://suprema.poderjudicial.gov.bo/justicia.htm 



 

 

  

- Se observan déficit especialmente en las ciudades más relevantes resultando Santa Cruz con un 

faltante de 52 Juzgados, La Paz y El Alto con 37 y Cochabamba con 12.  

 

- En relación con la población, por cada 12.405 habitantes existe un juzgado, promedio que es uno de 

los más bajos de la región andina.  

 

- A nivel de distrito judicial el número de habitantes por juzgado es mayor en Santa Cruz con 18.120, 

La Paz con 15.464 y Cochabamba con 13.864 personas.  

 

- En términos de ciudades capitales el mayor número de habitantes por juzgado está en El Alto con 

30.113 seguido por Santa Cruz con 15.993. 

  

- Ausencia de juzgados de paz no letrados, encargados de impartir justicia conciliatoria, y que son 

reconocidos por el sistema oficial.  

 

- El número de jueces entre individuales y miembros de tribunales colegiados se calcula en 900, 

mientras los empleados judiciales suman un total de 2.687 

  

- Existen 10,5 jueces por cien mil habitantes, y en promedio se contabilizan tres funcionarios por juez, 

valor este muy por debajo de otros países de la región.  

 

- Las dotaciones de la Fiscalía : en 2002, había en el país un total de 419 fiscales, incluido el Fiscal 

General, 9  Fiscales de Distrito, 311 fiscales de materia y 98 fiscales asistentes.  

 

- Los fiscales de materia, bajo el NCPP, fueron divididos en fiscales liquidadores (para las causas del 

antiguo sistema) y fiscales implementadores (para el nuevo sistema).  

 

- Según cifras de la Fiscalía, la institución recibió en 2002 un presupuesto equivalente a $us 10 

millones. 

 

3. Problema científico 

 

¿Cómo incidirá en el acceso a la jurisdicción, la percepción que tiene la población del municipio de 

Sucre acerca de la jurisdicción estatal? 

 

4. Objeto de estudio 

 

El acceso a la jurisdicción como fenómeno sociológico a partir de la simbología que transmite la 

justicia estatal en la población del municipio de Sucre. 

 

  



 

 

5. Campo de acción 

 

La percepción ciudadana sobre los significados atribuidos a la justicia estatal que permitan el diseño de 

políticas públicas de acceso a la jurisdicción que consideren  estas simbologías. 

 

6. Objetivos 

 

6.1 Objetivo 

 

Determinar la incidencia de los factores subjetivos de percepción de la población del Municipio de 

Sucre en torno a la justicia estatal, para el diseño de una propuesta de políticas públicas que busquen 

mejorar la accesibilidad a la jurisdicción. 

 

6.2 Objetivos específicos 

 

- Diseñar un esquema conceptual crítico de la locución tradicional acceso a la justicia, con el fin de 

precisar el fenómeno como acceso a la jurisdicción 

 

- Desarrollar un marco teórico e histórico relativo la importancia del acceso a la jurisdicción como 

parte integrante esencial de los derechos humanos considerando el pluralismo cultural. 

 

- Considerar al interaccionismo simbólico como marco teórico metodológico para explicar el 

problema del acceso a la jurisdicción como fenómeno social. 

 

- Elaborar un diagnostico de la percepción de la población del Municipio de Sucre en torno a la 

justicia estatal. 

 

- Señalar modelos de políticas públicas utilizadas en otros países que permitan el diseño de la 

propuesta de la investigación. 

 

7. Hipótesis 

 

El problema del acceso a la jurisdicción no se explica sólo por la cobertura del sistema jurídico sino 

también por la percepción y los significados que le da la población a la jurisdicción. 

 

8. Significación práctica 

 

Construir un esquema metodológico destinado a realizar otras investigaciones sobre el tema a nivel 

nacional, para permitir desarrollar políticas públicas de mejoramiento de los índices de acceso a la 

jurisdicción. 

 

  



 

 

9. Diseño metodológico  

a) Tipo de investigación 

 

La presente es una investigación exploratoria, descriptiva  y correlacional, debido a que el tema de la 

percepción ciudadana sobre la justicia institucional en torno al acceso a la jurisdicción ha sido poco 

investigado, lo cual se demuestra en que en el conjunto de investigaciones realizadas sobre el problema 

del acceso a la justicia, el enfoque ha privilegiado a la estructura sobre la acción; es descriptiva por que 

pretende especificar las percepciones, accesibilidad, condicionantes en torno a la justicia en el 

municipio de Sucre; finalmente es correlacional en función de que se plantea una relación entre 

variables, así se afirma que el acceso a la jurisdicción está condicionado también entre otros factores 

por la percepción ciudadana que se tiene sobre la justicia estatal. 

 

b) Población 

 

La población de la presente investigación abarca los pobladores mayores de 12 aós del municipio de 

Sucre. 

 

c) Muestra 

 

La muestra utilizada no probabilística, también llamada muestra dirigida, la cual supone un 

procedimiento de selección informal a partir de la cual se puede hacer inferencias poblacionales; la 

muestra poblacional no probabilística elegida es la de cuotas, ya que la idea de la presente 

investigación va a recoletar percepciones poblacionales por tanto la selección de la población se hizo 

en función a una distribución de la población del municipio en grupos en razón de la zona geográfica, 

sexo y edad; el total de la muestra fue de 200 encuestas, a partir de lo cual se pretende recolectar la 

percepción cubriendo algunas variables demograficas y socio – económicas que nos permitan hacer 

inferencias poblacionales.  

 

10. Métodos 

 

Métodos teóricos: se utilizó a partir de la filosofía del pragmatismo la teoría del interaccionsimo 

simbólico, lo que implica ubicar el problema  en un nivel  micro – objetivo, puesto que nos 

enfrentamos a una  característica esencial del sujeto cual es la percepción, sin desconocer realidades 

estructurales como la realidad social externa y la coerción, así mismo debemos decir que la ubicación 

micro obedece a la lógica de que el innaccessus a la justicia se caracteriza por la acción. Dentro del 

continumm entre la estructura – acción el tema del inacceso a la justicia deberá ubicarse en el nivel 

microscópico individual, puesto que lo que se analizará será el pensamiento y la acción por encima del 

sistema.  

 

 La necesidad de no caer en extremos plantea una relación dialéctica entre ellos, quedando claro 

que los conceptos referenciales son pares dialécticos cuya existencia se encuentra mutuamente 

determinada, verbigracia: lo estructural no puede existir sin la acción y viceversa  

 

 Se utilizó el método bibliográfico para ver la literatura sobre el tema, asimismo la captación de 

datos de otras investigaciones que tienen relevancia en la presente. 

 



 

 

 Se utilizó el método Histórico lógico para ponderar la importancia histórica que adquiere un 

Derecho de los Derechos Humanos y la significación que este puede llegar a tener ene l paradigma de 

la construcción de la justicia. 

 

 Se utilizó otros métodos de manera colateral como el estadístico, análisis de datos, se plantearon 

relación lógicas inductivas y deductivas, pero los métodos de mayor relevancia para la presente 

investigación son los descritos con anterioridad. 

 

Figura 1 Teoría del interaccionismo simbólico 

 
 

 
 

  

 

  

 

  



 

 

Capítulo I 

 

Acceso a la justicia o a la jurisdicción, percepción y pluriculturalidad  

 

1. 1 Acceso a la jurisdicción  

 

1.1.1 Relación entre acceso a la justicia y acceso a la jurisdicción 

 

El derecho de acceso a la jurisdicción difiere del concepto de acceso a la justicia, en cuanto al 

fundamento filosófico que los sustenta, puesto que como vimos el acceso a la jurisdicción forma parte 

del conjunto de elementos de la tutela judicial eficaz como una concreción de los Estados modernos 

que tiene la forma democrática de gobierno y que se sustentan en la vigencia y primacía de los 

Derechos Humanos, en cambio el acceso a la justicia, si bien ha sido abordado muchas veces al igual 

que el acceso a la jurisdicción, o como sinónimo de la tutela judicial efectiva puede ser cuestionado a 

partir de la relación que existe entre la ley y la justicia, puesto que no puede existir una visión 

unidimensional que enfoque todo lo justo como legal y todo lo injusto como ilegal, por lo cual se 

realizará una pequeña referencia de algunos filósofos que desarrollaron el tema de la relación entre 

justicia y ley para sustentar la necesidad de escindir el valor justicia de la potestad jurisdicción como 

sinónimos. 

 

1.1.2 Consideraciones filosóficas en torno a la justicia 

 

a) Algunos filósofos 

   

Sócrates 

 

Creyente de una justicia superior, para cuya validez no es necesaria una sanción positiva ni una 

formulación escrita, por lo cual la obediencia a las leyes del Estado es una obligación, puesto que el 

buen ciudadano debe obedecer las leyes malas también, por lo cual reconoce la existencia de leyes 

injustas, como lo expresa en el diálogo con Critón:  

 

Sócrates.- Conforme a lo que acabas de concederme, es preciso examinar ante todo si hay justicia o 

injusticia en salir de aquí sin el permiso de los atenienses; porque si esto es justo, es preciso intentarlo; 

y si es injusto es preciso abandonar el proyecto. Porque con respecto a todas esas consideraciones, que 

me has alegado, de dinero, de reputación, de familia, ¿Qué otra cosa son que consideraciones de ese vil 

populacho que hace morir sin razón y que sin razón quisiera después hacer revivir, si le fuera posible? 

Pero respecto a nosotros, conforme a nuestro principio, todo lo que tenemos que considerar es si 

haremos una cosa justa dando dinero y contrayendo obligaciones con los que nos han de sacar de aquí, 

o bien si ellos y nosotros no cometeremos en esto injusticia; por que si la cometemos, no hay mas que 

razonar; es preciso morir aquí o sufrir cuantos males vengan, antes que obrar injustamente.4 

 

  

  

                                                 
4 Sócrates, “Critón o del deber”, en Lecturas Universitarias, compilados por Wálter Navia Romero, La Paz, 1999, p. 93.  



 

 

Frases que nos permiten identificar la profunda convicción que tenía Sócrates por la supremacía 

de la justicia, sobre cualquier otro valor, no obstante por medio de un silogismo Sócrates identifica que 

el incumplimiento de una ley (justa o injusta) significa un acto injusto: 

 

Sócrates.- Veamos si de esta manera lo entiendes mejor. En el momento de la huida, o si te agrada 

más, de nuestra salida, si la ley y la república misma se presentasen delante de nosostros y nos dijesen: 

Sócrates, ¿Qué vas a hacer? ¿La acción que preparas  no tiende a trastornar, en cuanto de ti depende, a 

nosotros y al Estado entero? Porque, ¿Qué Estado puede subsistir si los fallos dados no tienen ninguna 

fuerza y son eludidos por los particulares? ¿Qué podríamos responder Critón, a este cargo y otros 

semejantes que se nos podrían dirigir? Porque, ¿qué no diría especialmente un orador, sobre esta 

infracción de la ley, que ordena que los fallos dados sean cumplidos y ejecutados? ¿Responderemos 

nosotros que la república nos ha hecho injusticia y que no ha juzgado bien? ¿Es lo que 

responderíamos? 

 

Critón.- Si, sin duda, se lo diríamos  

 

Sócrates.- “¡Qué!, diría la ley ateniense; ¿Sócrates, no habíamos convenido en que te someterías al 

juicio de la República?”…” 

Critón.- Así me parece 

 

Sócrates.- “Ya ves, Sócrates – continuaría la ley -, que tengo razón, eso que intentas contra mi es 

injusto (…) después de haber considerado detenidamente de que manera ejercemos la justicia y qué 

policía hacemos observar en la república, yo les digo que están obligados a hacer todo lo que les 

mandemos, y si desobedecen, yo los declaro injustos por tres infracciones: por que no obedecen a quien 

le ha hecho nacer; por que desprecian a quien los ha alimentado; por que estando obligados a 

obedecerme, violan la fe jurada, y no se toman el trabajo de convencerme si se les obliga a una cosa 

injusta …”5 

 

Platón 

 

La justicia, dikaiosyne, según Platón armoniza y rige tanto el obrar de los particulares como el de la 

comunidad, asignando a cada cual su verdadera dirección y estableciendo sus propios límites, por lo 

cual el orden y la justicia constituyen un todo dentro de una comunidad política. Por lo cual la virtud 

capital es la justicia, que consiste en el equilibrio y buena relación de los individuos entre si y con la 

comunidad social, por lo cual es la justicia quien rige y determina la vida del cuerpo político, es decir 

de la ciudad, así Platón dice:  

 

  

  

                                                 
5 Ibid, pp. 94 - 96 



 

 

La justicia, en efecto, es algo semejante a lo que prescribíamos, en concepto de que no se 

detiene en las acciones exteriores del hombre, sino que arregla el interior, no permitiendo que ninguna 

de la partes del alma haga otra cosa que la que le concierne y prohibiendo que las unas se entrometan 

en las funciones de la otras. Quiere que el hombre, después de haber ordenado a cada una las funciones 

que le son propias; después de haberse hecho dueño de si mismo y de haber establecido el orden y la 

concordia entre estas tres partes, haciendo que reine entre ellas perfecto acuerdo, como entre los tres 

tonos extremos de la armonía (…) de suerte de que de su reunión resulte un todo bien arreglado y bien 

concertado; quiere, repito que cuando el hombre comience a obrar, ya se proponga reunir riquezas o 

cuidar su cuerpo, ya consagrarse a la vida privada o a la vida pública; que en todas estas circunstancias 

de el nombre de acción justa y bella a la que crea y mantiene en el este buen orden, y el nombre de 

prudencia  a la ciencia que preside a las acciones de esta naturaleza; que, por el contrario, llame acción 

injusta a la que destruye en el este bueno orden, e ignorancia a la opinión que preside a una acción 

semejante.6       

    

Aristóteles 

 

La definición de  justicia en Aristóteles surge a raíz de la contrariedad que existe con el concepto 

injusticia, es decir para identificar lo que es justo debemos primero definir que es injusto primero, así 

se puede decir que un hombre es injusto, cuando:  

 

 Se infama con este nombre a la vez al que falta a las leyes, al que es demasiado codicioso y al 

inicuo. En consecuencia es evidente que debe llamarse justo al que obedece a las leyes y al que observa 

con los demás las reglas de la igualdad. Así lo justo será lo que es conforme a la ley y a la igualdad, y 

lo injusto será lo ilegal y lo desigual.7 

 

 Otros casos de injusticia involucran al hombre ávido que pide más de lo debido, al que toma 

menos de lo que le corresponde, puesto que constituyen ilegalidades, es decir, que la violación de la 

igualdad, comprende todas las injusticias y es común a todos los actos injustos, cualesquiera que ellos 

sean, asimismo ampliando la concepción anterior de la relación entre legalidad y justicia, Aristóteles 

dice:  

 

 Pero si el que viola las leyes es injusto, y si el que las observa es justo, es evidente que todas las 

cosas legales son de algún modo cosas justas. Todos los actos especificados por la legislación son 

legales, y llamamos justos a todos estos actos. Las leyes siempre que estatuyen algo, tienen por objeto 

favorecer al interés general de todos los ciudadanos, o al interés de los principales de ellos, o también al 

interés especial de los que son jefes de estado, sea por virtud o por cualquier otro título. Por 

consiguiente, podemos decir en cierto sentido que las leyes son justas cuando crean o conservan para la 

asociación política el bienestar, o solo algunos elementos de bienestar. La ley va mas lejos aún orden 

actos de valor: por ejemplo, no abandonar las filas, no huir, arrojar las armas. También orden actos de 

prudencia y de templanza, como no cometer adulterio, no dañar a nadie. Ordena actos de dulzura, como 

no golpear, no injuriar. La ley extiende igualmente su imperio sobre todas las demás virtudes, sobre 

todos los vicios, prescribiendo unas acciones y prohibiendo otras; con razón, cuando la ley ha sido 

racionalmente hecha; sin razón, cuando ha sido improvisada con poca reflexión.8 

 

  

                                                 
6 Platón, La República, 5ª. ed.,  Lima, Universo, 1979, p.119. 
7 Aristóteles, Ética, Madrid, Libsa, 2001, p. 122  
8 Ibid, p. 125 



 

 

Sobre las diversas especies de justicia Aristóteles distingue dos, la justicia distributiva y la 

justicia reparadora y represiva: primero se encuentra la justicia que comprende la igualdad, la misma 

que está dada por el principio de proporcionalidad que implica el concepto de justicia distributiva; la 

otra especie de justicia es la justicia reparadora y represiva que regula las relaciones de unos 

ciudadanos con otros, es decir manteniendo la lógica de la proporcionalidad debe entenderse que la 

repartición de las riquezas sociales debe estar supeditada a la contribución de cada uno en la sociedad, 

puesto que lo contrario sería lo injusto es por eso que en las transacciones civiles también puede haber 

injusticia, plasmada en la desigualdad de las prestaciones, por la cual corresponde recurrir al juez, 

quien en palabras de Aristóteles:  

  

 He aquí porque siempre que hay contienda se busca el amparo del juez. Ir al juez es ir a la 

justicia, por que el juez nos representa la justicia viva y personificada. Se busca un juez que ocupe el 

medio entre las partes, y a veces se da a los jueces el nombre de mediadores, como si estuviéramos 

seguros de haber encontrado la justicia una vez que hemos hallado el justo medio. Lo justo, pues es un 

medio, puesto que el mismo juez lo es. El juez iguala las cosas, y podría decirse que, teniendo delante 

de si una línea cortada en partes desiguales y cuya porción mayor excede de la mitad, el juez quita la 

parte que excede y la añade a la porción mayor.9 

 

 Sobre la distinción en la justicia civil y en el derecho político se puede distinguir lo que es 

natural y lo que es puramente legal. Es natural dice Aristóteles “…lo que en todas partes tiene la misma 

fuerza y no depende de las resoluciones que los hombres puedan tomar en un sentido o en otro. Lo 

puramente legal es todo lo que, en un principio puede ser indiferente de tal modo o del modo contrario, 

pero que cesa de ser indiferente desde que la ley lo ha resuelto…,”10 no obstante la justicia, aunque no 

naturalmente, es por efecto de la ley y de las convenciones humanas. 

 

Cicerón 

 

Según Cicerón para que una ley sea justa debe estar de acuerdo con los postulados morales 

fundamentales del Derecho Natural, por lo cual la mera promulgación estatal no implica la existencia 

de leyes justas, pues las leyes arbitrarias hechas por los tiranos tendrían que ser también justas, 

asimismo, afirma que la realización de la justicia, es decir una ordenada convivencia humana, es el fin 

esencial de la sociedad política, así delimita la justicia, en un marco eminentemente moral, antes que 

jurídico, diciendo que: “La primera obligación de la justicia es no hacer mal a nadie, sin que seamos 

provocados por ninguna injuria; y la segunda usar los bienes comunes como comunes, y como propios 

de los nuestros en particular.”11        

 

  

                                                 
9 Ibid, pp. 130 - 131. 
10 Ibid, p 138. 
11 Marco Tulio Cicerón,  Tratado de los deberes, México, Editorial Nacional, 1973,  p. 21  



 

 

San Agustín 

 

San Agustín afirma que “la justicia consiste en dar a cada quien lo que es suyo, pero que el problema es 

determinar previamente lo que es suyo de cada quien…,” 12  interrogante que tiene su respuesta en el 

orden jerárquico que distingue tres categorías de leyes: ley eterna, ley natural y ley humana, siendo la 

primera aquella que esta escrita en el corazón de los hombres donde residen todas las ideas morales que 

le fueron comunicadas; la segunda que reside también en el corazón de los hombres, que ha sido escrita 

por la naturaleza y que plasma los principales preceptos de la ley divina; y finalmente la tercera que la 

producen los seres humanos que debe inspirarse en la ley divina, puesto que según San Agustín “la ley 

que no es justa no es realmente ley” 13 

 

Santo Tomás 

 

La ley natural es la expresión de la voluntad divina dada  a conocer al hombre no solo por la 

revelación, sino además por la razón humana, tiene por objeto la conducta del ser humano y se extiende 

a todos sus actos, muestra cual es el fin del hombre y los medios para conseguirlos. La ley natural tiene 

dos principios la inmutabilidad y la universalidad, puesto que hay preceptos que no pueden ser 

cambiados y que imperan en todo espacio humano, estas leyes son identificables por el fin que 

persiguen, así formarán parte de las leyes eternas todos las que busquen el bien. 

 

Francisco Suárez  

 

La ley eterna a la que hacía referencia Santo Tomás fue grabada en la conciencia de los hombres y su 

materia es la honestidad que equivale a la moralidad, así todas las leyes, incluso las civiles, deben 

emanar de las leyes eternas, puesto que son objetivas, armónicas y absolutas                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                             

 

Hugo Grocio 

 

Dice que “es bueno y justo sólo aquello que no va contra el hombre en cuanto a ser social o racional,”14 

por lo cual las sociedades políticas parten del estado de naturaleza en el que los hombres gozan 

plenamente de sus derechos, pero en búsqueda de mayor seguridad entregan a un soberano la totalidad 

de sus derechos, este soberano sólo está sometido a las leyes eternas y por tanto la rebelión del pueblo 

contra este sólo puede darse en casos extremos. 

 

Tomás Hobbes  

 

El hombre es intrínsicamente egoísta y malo, por lo que entre todos los seres humanos se presenta un 

continuo batallar, pero la razón que forma el derecho natural  indica que es conveniente la paz que 

permite la conservación de la vida, todo el poder  debe, entonces, otorgársele a un soberano que dictará 

el derecho positivo en base a los lineamientos del derecho natural. 

 

  

                                                 
12 Xavier Gonzáles Diaz, Compendio de historia del Derecho y del Estado, México, Limusa, 1975, p 161. 
13 Ibid, p 160 
14 Máximo Pacheco G.   Teoría del Derecho, Santiago, Temis, 1993, p. 446 



 

 

John Locke 

 

El hombre es de naturaleza sociable (no individualista y aislacionista al estilo Hobbes), por lo cual los 

hombres tienen derechos que surgen de su naturaleza de seres sociales, como los derechos a la libertad 

y a la propiedad, por lo cual es necesario que exista una autoridad que garantice el ejercicio pleno de 

estos derechos, lo cual se da por medio del consentimiento de los individuos plasmado en un contrato 

social expresado en una institución que ejerce el poder público 

 

Baruch Spinoza   

 

El estado ha sido instituido para que los hombres desarrollen sus funciones con seguridad y para 

emplear su razón libremente, por lo cual cuando un gobernante deja de lado un dictado de la razón, el 

gobierno mismo vilo la ley natural de la conservación, al igual que Hobbes Spinoza dice que los 

hombres se guían por su ambición de poder, pero ante su imposibilidad de predominio deciden 

constituir el Estado 

 

Samuel Pufendorf  

En un principio los hombres eran libres e iguales, pero al no tener garantizados sus derechos se vieron 

obligados a constituir un Estado y someterse a un soberano. Para hacerlo requiere de dos pactos: uno 

que significa la cesión de derechos individuales a la sociedad y otro entre ciudadanos y soberano 

destinado a que el soberano garantice la paz y los ciudadanos a obedecerlo 

 

Carlos María de Secondat, barón de la Bréde y de Montesquieu 

 

La libertad de los seres humanos debe resguardarse por medio del control del poder, para lo cual para 

que no se pueda abusar del poder es preciso que el poder controle al poder, esto se puede lograr con el 

freno mutuo que deben ejercer entre sí los poderes del Estado, es decir un sistema de frenos recíproco 

en el que se encuentran la función legislativa, la ejecutiva y la judicial 

 

Juan Jacobo Rousseau  

 

El contrato Social consiste en encontrar una forma de asociación que defienda y proteja con la fuerza 

común la persona y los bienes de cada asociado y por el cual cada uno uniéndose a todos  no obedezca 

sino a si mismo y permanezca tan libre como antes, lo cual puede conseguirse con que cada persona 

entregue a la comunidad todos sus derechos naturales que pertenecen, a partir de ese momento, 

Contrato Social, al Estado, gracias a lo cual se consigue la libertad civil, la seguridad y la propiedad de 

todos los miembros de la comunidad, puesto que no se está frente a la voluntad de ningún individuo en 

particular, sino a la voluntad general de la comunidad. 

 

  



 

 

Rudolf Stammler 

 

La idea del Derecho es la realización de la justicia y será justa una norma jurídica cuando armoniza los 

propósitos individuales con los sociales, por lo cual su objetivo es la consagración de una comunidad 

de hombres con voluntad libre, libertad que sólo estará condicionada en cuanto la sociedad. Entonces 

es importante diferenciar la existencia de un derecho positivo de un derecho justo, puesto que en la 

estructura del derecho positivo pueden presentarse formas históricas injustas que difieren del ideal del 

derecho relatado anteriormente. 

 

Giorgio del Vecchio 

 

Existe un derecho natural absoluto e igual a la justicia, este reconocimiento reside en el reconocimiento 

que la sociedad a desarrollado de la personalidad humana, lo cual puede desarrollarse a partir de la 

mejor forma de organización humana, el Estado, que permite la consideración del hombre como un fin 

en si mismo, con la consagración del bien común. 

 

Giuseppe Capograssi 

 

Distingue dos formas de relación entre el derecho positivo y el derecho natural, en ubicación histórica 

estableciendo que existe un momento histórico en el que el derecho natural es igual al positivo donde el 

juez debe interpretar la legalidad en virtud a sus principios esenciales, el otro momento histórico es 

cuando existe un contraste entre el derecho positivo y el derecho natural que se da cuando el Estado 

utiliza el derecho como un instrumento de dominación y como un medio en beneficio del Estado sin 

considerar los principios naturales de la vida humana 

 

b) Teorías jurídicas  

 

Positivismo  

 

El positivismo identifica los términos como equivalentes, puesto que no hay mayor justicia que la de 

las leyes del hombre, puesto que no existe una justicia objetiva, por lo cual no hay mayor objetivación 

de la justicia que las leyes.  

 

Jusnaturalismo  

 

Existe una equivalencia entre derecho y justicia, pero señalando que existe una justicia absoluta que 

debe realizar todo derecho, puesto que el derecho natural eleva la experiencia jurídica al rango de la 

justicia.  

 

  



 

 

Idealismo 

 

Equipara el derecho con la justicia, la misma que es absoluta e inmutable, que encarna de todo hecho, 

de toda experiencia. 

 

Formalismo    

 

Separa al derecho de la justicia, puesto que son dos conceptos distintos, así el derecho puede ser justo o 

injusto pero es derecho, por tanto existe como derecho mas allá de ser considerado justo. 

 

1.1.3 Reflexiones sobre la administración de justicia 

 

La palabra justicia se utiliza para designar la administración burocrática creada por el Estado para 

resolver conflictos, en este sentido se habla de la organización de la justicia, por lo cual se hace justicia 

cuando un Tribunal se pronuncia. 

 

 Toda organización política siempre ha tenido alguien que ejerce la función de juzgar, hoy esa 

función recae en el órgano judicial, esa función se conoce como administración de justicia, por lo cual 

la posibilidad de obtener justicia depende principalmente de tener buenas leyes, buenos jueces y una 

buena organización judicial. Cichello dice que: “…el derecho no es un conjunto de normas que regula 

la conducta humana, sino la voluntad de un conjunto de hombres que invocando la ley se impone a 

otros hombres.”15 

 

 Por estos motivos resulta hoy en día casi imposible de referirse de acceso a la justicia, puesto 

que la estructura formal del Estado advierte tantos cuestionamientos, que inciden a afirmar a que lo que 

se accede es a la jurisdicción, por lo tanto el presente trabajo debe llamarse acceso a la jurisdicción.  

 

14.1.El acceso a la  jurisdicción, el debido proceso, la igualdad procesal (equality oarms/égalité 

des armes) 

 

 Es el principio por el cual se  asegura a las partes la igualdad de oportunidades, auditur et altera pars,  

en su participación dentro de un proceso judicial instaurado, por este principio se entiende que no 

existe ningún tipo de privilegio a favor de alguno de los litigantes, puesto que los derechos procesales 

deben operar como facultades sin distinción para ninguno de los legitimados procesales para ejercerlos, 

de tal manera que exista un equilibrio en la aplicación de la ley procesal que se amolde al conjunto de 

garantías que el Estado proclama en la legislación destinadas a la concreción del debido proceso. Ahora 

bien, este postulado teórico tiene una excepción práctica que se presenta – como refiere la 

jurisprudencia constitucional española – cuando  “existan circunstancias singulares determinantes de 

que ese equilibrio e igualdad entre las partes sólo pueda mantenerse con un tratamiento procesal 

distinto que resulte razonable, y sea adoptado con el fin precisamente de restablecer dichos equilibrio e 

igualdad” (STC 101/1989, de 5 de junio, FJ 4).  

  

                                                 
15 En Juan Faria, Justicia: ficción y realidad, Buenos Aires, Abeledo -. Perrot, 1997, p. 10 



 

 

 Al respecto también se ha pronunciado la Comisión interamericana de Derechos Humanos 

estableciendo: “Para alcanzar sus objetivos, el proceso debe reconocer y resolver los factores de 

desigualdad real de quienes son llevados ante la justicia. Es así como se atiende el principio de igualdad 

ante la ley y los tribunales, (…) y a la correlativa prohibición de discriminación. La presencia de 

condiciones de desigualdad real obliga a adoptar medidas de compensación  que contribuyan a reducir 

o eliminar los obstáculos y deficiencias que impidan o reduzcan la defensa eficaz de los propios 

intereses. Si no existieran esos medios de compensación, ampliamente reconocidos en diversas 

vertientes del procedimiento, difícilmente se podría decir que quienes se encuentran en condiciones de 

desventaja disfrutan de un verdadero acceso a la justicia y se benefician  de un debido proceso legal en 

condiciones de igualdad con quienes no afrontan con esas desventajas.” (OC 16/99, del 1 de octubre de 

1999)        

 

 El principio de la igualdad procesal surge de la existencia del valor igualdad en la 

configuración política del Estado, considerando la triple dimensión que tienen los valores superiores 

del Estado en el ordenamiento jurídico, la cual ha sido reconocida por la jurisprudencia constitucional 

boliviana (citando a Antonio Enrique Pérez Luño) como: “a) fundamentadora del conjunto de 

disposiciones e instituciones constitucionales, así como del ordenamiento jurídico en su conjunto, al 

que se proyectan sus normas, principios y valores, lo que determina que tengan una significación de 

núcleo básico e informador de todo el sistema jurídico político; b) orientadora del orden jurídico hacia 

fines predeterminados, que hacen ilegítimas las normas que persiguen fines distintos o que obstaculicen 

la consecución de los valores que enuncia la Constitución; c) crítica, pues sirve de parámetro para la 

valoración de conductas, posibilitando el control jurisdiccional de las restantes normas del 

ordenamiento jurídico para determinar si están conformes o infringen los valores constitucionales.” (SC 

1846/2004-R, de 30 de noviembre). 

 

 La igualdad en el proceso, entonces, atrae consigo el principio de la no discriminación y el 

principio de la igualdad ante la ley, prescripciones contenidas en la Convención Interamericana de 

Derechos Humanos (arts. 1.1 y 24) que obligan a los Estados partes a no introducir en su ordenamiento 

jurídico normas que impliquen desigualdad o discriminación en el desarrollo de los procesos judiciales.  

    

 Entonces resulta indudable el fundamento político que posee la igualdad procesal en el orden 

jurídico, como un instituto jurídico que proviene de la existencia de un Estado democrático de derecho, 

no obstante, como dijimos anteriormente y retomando la jurisprudencia española debemos decir que 

este principio puede implicar un mero postulado teórico si el Estado no asume la realidad de exclusión 

que vive la sociedad, puesto que existen sectores sociales que no gozan del derecho que genera este 

principio por no tener la posibilidad de acudir ante un órgano jurisdiccional a solicitar la tutela de sus 

derechos, este debe entenderse como el primer gran atentado contra la igualdad procesal, puesto que si 

se reduce la igualdad procesal a la mera enunciación teórica de  la igualdad de derechos procesales un 

juicio instaurado, existiría un innegable alejamiento de su vertiente política fundamentadota, el valor 

igualdad. Sobre este tema se ha pronunciado la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

señalando que “Si una persona que busca la protección de la ley para hacer valer los Derechos que la 

Convención le garantiza, encuentra que su posición económica (en este caso, su indigencia) le impide 

hacerlo por que no puede pagar la asistencia legal necesaria o cubrir los costos del proceso, queda 

discriminada por motivo de su posición económica y colocada en condiciones de desigualdad ante la 

ley” (OC – 11/90 de 10 de agosto de 1990) 

   

  

  



 

 

 Ante la situación relatada podemos entender que existe en primer orden la igualdad ante la ley 

y el principio de no discriminación que son presupuestos que obligan a los Estados a crear condiciones 

destinadas a que las personas que quieran acudir ante la jurisdicción a pedir la tutela de sus derechos 

puedan materialmente hacerlo, este componente se denomina acceso a la jurisdicción y es previo y 

condiciona la vigencia plena del principio de igualdad procesal. 

 

 El acceso a la jurisdicción debe ser entendido como un componente de la tutela judicial 

efectiva16, que otorga la facultad de recurrir ante los órganos jurisdiccionales del Estado para  realizar 

una solicitud individual o colectiva, en busca de la paz social y la consolidación de un Estado 

Democrático de Derecho, este derecho se encuentra reconocido en el artículo 10 de la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos (1948), donde se establece que: “Toda persona tiene derecho, en 

condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e 

imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier 

acusación contra ella en materia penal.”, asimismo en el artículo 14 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos (1966) el cual refiere que: “Todas las personas son iguales ante los 

tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas 

garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la 

substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación 

de sus derechos u obligaciones de carácter civil.”En el Sistema Interamericano de protección se 

encuentra en el Artículo XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 

(1948), en el cual se dice que: “Toda persona acusada de delito tiene derecho a ser oída en forma 

imparcial y pública, a ser juzgada por tribunales anteriormente establecidos de acuerdo con leyes pre-

existentes y a que no se le imponga penas crueles, infamantes o inusitadas.” En el artículo 8 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969) se establece que: 1. Toda persona tiene 

derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 

competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 

cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y 

obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 

 

  

  

                                                 
16 Que ha sido adecuadamente por el art. 26 de la Constitución de Venezuela, en los siguientes términos: 

“Artículo 26.- Toda persona tiene derecho de acceso a los órganos de administración de justicia para hacer valer sus 

derechos e intereses, incluso los colectivos o difusos, a la tutela judicial efectiva de los mismos y a obtener con prontitud la 

decisión correspondiente. 

El Estado garantizará una justicia gratuita, accesible, imparcial, idónea, transparente, autónoma, independiente, responsable, 

equitativa y expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles”, de donde por decisión de fecha 20-

11-2001  la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Venezuela realizó la siguiente interpretación:  “La 

Constitución de la República Bolivariana de Venezuela consagra el derecho a la tutela judicial efectiva (Art. 26), que no se 

agota, como normalmente se ha difundido, (i) en el libre acceso de los particulares a los órganos de administración de 

justicia para defenderse de los actos públicos que incidan en su esfera de derechos, sino que también comporta, (ii) el 

derecho a obtener medidas cautelares para evitar daños no reparables por el fallo definitivo; (iii) derecho a asistencia 

jurídica (asistencia de letrados) en todo estado y grado del proceso; (iv) derecho a exponer las razones que le asistan en su 

descargo o para justificar su pretensión; (v) oportunidad racional para presentar las pruebas que le favorezcan y para atacar 

el mérito de las que lo perjudique; (vi) obtener un fallo definitivo en un tiempo prudente y, otra garantía, hoy por hoy más 

necesaria ante órganos o entes contumaces a cumplir con las decisiones judiciales, (vii) el derecho a obtener pronta y 

acertada ejecución de los fallos favorables” 

 



 

 

El acceso a la justicia también denominado acceso a la administración de justicia17 tiene el 

objetivo de garantizar la vigencia de un orden justo, y asegurar la convivencia pacífica, mediante el 

principio, favor actionis o pro actione, que postula el antiformalismo, subsanabilidad de defectos 

procesales, gratuidad de la justicia y la obligación que tienen los funcionarios de justicia de interpretar 

con amplitud las normas procesales atinentes a la legitimación activa        

 

1.1.5 Evolución del derecho hacía los derechos humanos, la razón de importancia central del 

acceso a la jurisdicción 

  

a) Derecho Germano: antigüedad 

 

El acceso a la justicia en el régimen procesal del derecho germano antiguo, era casi pleno, puesto que 

existía un sistema de persecución que abarcaba a todos los hombres dentro de una comunidad, 

considerando que cualquier persona que se hubiese sentido ofendida, como miembro de la comunidad 

tenía la posibilidad material de accionar el quebrantamiento de la paz comunitaria, Friedensbruch, 

frente al infractor, situación que habría la posibilidad de que el poder de persecución de la 

comunidad18actúe, entonces, el infractor perdía la protección jurídica de la comunidad, es decir, perdía 

la paz, friedlos, la cual podía darse en un sentido absoluto o en un sentido parcial, la primera implicaba 

la pérdida de la personalidad jurídica, por lo cual cualquier persona de la comunidad podía matar al 

infractor impunemente, en cambio cuando la pérdida era parcial,  sólo un sector de la comunidad, 

habitualmente el ofendido y su familia, podían accionar ante la infracción cometida.  

 

 De esta estructura procesal, que promovía indudablemente la existencia de una posibilidad real 

y plena de acceso a la justicia, para todos los miembros de la sociedad, encontramos indudablemente 

una ausencia de racionalidad en los medios probatorios, puesto que la comunidad otorgaba la razón, a 

quien por medio de signos exteriores demostraba la veracidad de sus afirmaciones.  

 

 Del contexto histórico mencionado surgió la figura de la composición, Sühnevertrag, como 

producto de la relatada pérdida parcial de la paz, consistía en la declaratoria de guerra de la familia del 

ofendido al infractor y su familia, esta declaratoria fue abriendo paso paulatinamente a una reparación 

económica por medio de un contrato de reparación, con el cual se extinguía la venganza o declaratoria 

de guerra, de la misma manera que el crimen para lo cual  el infractor debía pagar  el precio de la paz a 

la comunidad, Friedensgeld, mediante la cual el infractor recuperaba plenamente su personalidad 

jurídica, salvo en los casos de delitos graves los cuales no podían ser compensados.  

 

 La composición era la institución más importante dentro  la solución de conflictos, ya que, el 

proceso judicial jugaba un rol secundario. Con el tiempo, se institucionaliza la figura de la reclamación 

judicial por parte del ofendido o su familia y la figura de la composición pasa a un segundo plano. 

 

                                                 
17 Así abordado por la Constitución Colombiana en los arts. 228 y 229 que imponen el mandato  a los administradores de 

justicia de “obrar adoptando como norte de interpretación que el objetivo de los procedimientos se encuentra consti6tuido 

por la efectividad de los derechos reconocidos constitucionalmente” Jairo Parra Q. Debido proceso, orden justo y acceso a 

la administración de justicia, en Jurisdicción Constitucional de Colombia: La Corte Constitucional 1992 – 2000 Realidades 

y perspectivas, Konrad – Adenauer –  Stiftung, Colombia, 2001, p. 102.      
18 La misma que se realizaba sin ningún tipo de distinción, puesto que: “el derecho germano antiguo no conocía nuestra 

actual separación entre infracciones civiles y penales” Julio Maier, Derecho Procesal Penal Argentino. Buenos Aires, 

Hamurabi, 1989, p. 24 

 



 

 

 Las características más importantes del proceso eran: El derecho de persecución en manos 

privadas, el tribunal era una asamblea popular, Hundertschaft, compuesta por personas capaces para la 

guerra, sesionaba en lugares públicos y estaba presidida por un juez; en cuanto  al  procedimiento, este 

se realizaba oralmente, y primaba la contradicción.  

 

 La prueba en el proceso judicial germánico, no se dirigía a demostrar un hecho con objetividad, 

es decir, a establecer la verdad sobre la hipótesis objeto del proceso, ni siquiera tenía el objetivo de 

formar convicción en el tribunal sobre la verdad del hecho, mas bien, era un medio de lucha entre las 

partes, cuya característica esencial residía en lo sacramental de los elementos de convicción, el ejemplo 

claro de todo esto es que el mayor medio probatorio era el  juramento de parte, Parteieid. 

 

b) Derecho Germano: Periodo Franco 

 

Transforma el concepto de pérdida de la paz ante la comunidad al de pérdida de la paz ante el rey, 

gracias a la importancia que fueron asumiendo en Europa las monarquías. Los procesos judiciales dejan 

paulatinamente la modalidad de venganza, para pasar a  formar parte  del interés de la comunidad, y el 

acuerdo de la composición se transforma en la obligación de enmendar. 

 

 Las principales modificaciones al procedimiento en este período son: que el presidente del 

tribunal es el rey, o uno de sus delegados como los condes de los palacios; el tribunal esta compuesto 

por siete miembros encargados de proponer la sentencia, primeramente los rachimburgi,l y después los 

escabinos, Schöffen, designados en forma vitalicia, la persecución penal sigue a cargo del ofendido, 

pero también, excepcionalmente, se desarrolla el procedimiento de  persecución oficial, las pruebas se 

daban por medio de las ordalías, o juicios de Dios, Gottesurteile, y el duelo. Por último, en cuanto al 

debate del proceso se mantuvo el sistema oral, público y contradictorio aunque se advierten mayores 

rasgos reales, porque todos los poderes son absorbidos por la monarquía.  

 

c) Derecho Germano: La alta edad media 

 

Debido al creciente poder político que adquieren los Burgos, Bürger,19 frente al reino,  aparte de 

consolidar su formación como ciudades, van consolidando su hegemonía política y económica, lo que 

se ve reflejado en el ejercicio del poder de la jurisdicción, y por eso cambian las estructuras 

anteriormente existentes.  

 

 Las modificaciones de la época son: que la labor judicial se traslada de lugares abiertos a 

lugares cerrados, sin que esto signifique que desapareció el principio de publicidad, ya que, cualquiera 

podía ingresar a las audiencias, se acentúa el formalismo exagerado que junto al valor de las palabras 

originaron la necesidad de que las partes actuaran por medio de un patrocinante, que hablaba por ellas 

en su presencia, esta etapa es esencial como antecedente a la investigación criminal, porque se 

encuentran los primeros rastros de inspección judicial, que se ejercía por medio de la exposición ante el 

tribunal de las cosas sobre las que dejó rastro el hecho punible, la labor judicial seguía dividida entre el 

juez, que dirigía, y los escabinos, que decidían, también empezaron a crearse instancias de 

impugnación.  

   

  

                                                 
19 Originariamente el término burgo tiene su origen en el latín medieval burgensis que indica al habitante del burgo o ciudad 



 

 

El arribo de la Inquisición y la reforma al enjuiciamiento inquisitivo fue un fenómeno que 

trascendió en toda Europa, con lo cual  el derecho germano y su propio sistema de enjuiciamiento penal 

tuvieron que asimilar nuevas estructuras procesales.  

 

d) Grecia  

 

La Grecia Arcaica (del siglo VIII al VI a. d  C.)20, tenía como base política la sociedad aristócrata, la 

cual “…se formó, en la sublevación de la nobleza contra el rey donde se derrocó a las 

monarquías...,”21por lo cual este periodo se caracterizó por la ausencia de  instituciones políticas 

democráticas, realidad ante la cual surge la famosa revolución clisténica, que formuló la fundación de 

la democracia en Atenas alrededor del 510,22 momento a partir del cual  Clístenes implementa todas sus 

reformas. 

 

 Las transformaciones en el mundo griego, produjeron la formación de las Polis, que como 

menciona el catedrático de historia antigua de la Universidad de Córdoba, Juan Francisco Rodríguez 

Neila23, fue utilizada con tres acepciones por los griegos, la primera “…para definir un lugar alto y 

fortificado…”,24 la segunda para “…referirse a un decisivo fenómeno de organización 

sociopolítica…”,25 y la tercera, “…para determinar la aglomeración urbana mas o menos compacta que 

servía de centro a una comunidad política…”26   

 

 Las polis han sido de distinta índole, pero las que nos interesa estudiar son las polis 

democráticas que surgen en el momento en que la clase media (demos) no encuentra un reconocimiento 

adecuado, porque la tiranía y la oligarquía estaban latentes en la realidad política griega, por tanto los 

burgueses y desposeídos, las clases menos reconocidas, lograron un pacto con las clases dominantes, 

gracias a los esimneti o pacificadores.  

 

 El advenimiento de la democracia traía consigo ciertas consecuencias, en primer lugar las 

atribuciones del máximo poder político serían ejercidas por la asamblea, formada por magistrados cuya 

designación llevaba consigo nuevos criterios (notoriamente democráticos), luego surgieron en Grecia 

figuras esenciales para la vigencia de las constituciones democráticas, como: Solón (desde 593), 

Clístenes (desde 510) y  Pericles (desde 460), estas tres figuras que esencialmente fueron las que 

construyeron la Constitución Democrática de Atenas dejaron ciertos elementos que debemos rescatar, 

como el Poder Judicial, heliea, en el cual podían participar todos los ciudadanos27, pero recordemos que 

no todos los seres humanos tenían esta condición de ciudadanía, puesto que únicamente se encontraban 

dentro de este sector de la sociedad quienes habían nacido de legítimo matrimonio de padres que 

poseían la ciudadanía (ley del 451 a. C), razón por la cual eran los únicos que tenían plenitud de 

                                                 
20 Francois Chamoux, La civilización griega: en las épocas arcaica y clásica, en Las grandes civilizaciones, colección 

dirigida por Raymond Bloch, trad. J. de C. Serra Ráfols, Barcelona, Juventud, 1965 (1963),  p. 61. 
21 Francisco Rodríguez Adrados, La democracia ateniense, Madrid, ed.  Alianza, 1975, p. 70.  
22  Isaac Asimov precisa el 507 como el momento de la creación democrática en Grecia, Historia Universal de Asimov: Los 

griegos, Madrid, Alianza, p. 311.  pero Bowra, establece como año de surgimiento el 510, y como año de configuración de 

la misma el 507, La Atenas de Perícles, 4ª edición, Madrid, ed. Alianza, 1983 (1970), p. 20. de lo cual podemos inferir que 

la misma se generó el 510, pero las instituciones políticas democráticas surgen justamente el 507  
23  Historia Universal Gallach III, Antigüedad clásica, Madrid, Océano S. A., 1994, p. 470. 
24 Ibid. 
25 Ibid. 
26 Ibid.  
27 La ciudadanía se adquiría a los dieciocho años, con lo que a cada persona que llegara a esa edad se la inscribía en el 

Registro Civil, que le permitía ser ciudadano del Estado y participar en la asamblea del demo correspondiente. La elección 

de los magistrados era en el demo se realizaba por una elección democrática. 



 

 

derechos,  debiendo acreditar tal situación con su inscripción en la fratría y el demo,28 así los Metecos 

que eran hombres libres, extranjeros y residentes en Atenas no podían poseer bienes inmuebles ni 

contraer matrimonio con ciudadanos, por tanto, tenían ciertas limitaciones, en tercer lugar encontramos 

a los esclavos, los que no tenían ninguna índole de derechos y eran considerados como objetos, por lo 

cual no tenían ningún tipo de reconocimiento, ni como seres humanos, ni como personas con dignidad, 

y menos como sujetos con derechos subjetivos inherentes, por lo cual no tenían ninguna posibilidad de 

acceder a un Tribunal de Justicia, puesto que no tenían personalidad jurídica, este ejemplo histórico de 

marginalidad no representa con mucha claridad la existencia de inaccesibilidad a la justicia por imperio 

de la ley. 

 

 También existieron otras concepciones democráticas como un teórico ejercicio directo de la 

soberanía; el principio de legalidad, la jerarquía vertical de las normas jurídicas, siendo las de mayor 

importancia las que emanaban del órgano democrático mayor la asamblea. 

 

 El problema esencial que se distingue en la Polis democrática es el que la lleva a su decadencia 

(siglo IV), el individualismo extremo, que generó que incluso en las asambleas el desinterés de las 

personas por encontrar el bien común, prefiriendo beneficio personal, además de la guerra con 

Macedonia y las condiciones de Filipo II terminaron por dar fin, a la ciudad – estado en Grecia. 

 

 Otro gran personaje de la política en Grecia fue Perícles, quien propuso la vigencia de 

elementos esenciales, tales como: la primacía de la ley, igualdad de los ciudadanos ante la justicia, 

responsabilidad colectiva en la gestión de los asuntos del estado y la elevación del nivel espiritual del 

pueblo, principios por los que inculcaba a los demos razones suficientes para luchar y para elevar su 

nivel social  buscó extender a todo el Demo las estructuras sobre las que se había fundamentado la 

sociedad nobiliaria,  para lograrlo aplicó ciertas medidas tales como: la limitación de las atribuciones 

del Areópago, sorteo para las magistraturas, control de los cargos públicos, libertad de expresión, libre 

comercio, posibilidad de compatibilizar el trabajo privado y los cargos públicos, redistribución de la 

riqueza por vías de indirectas con el objetivo de evitar la pobreza y el desempleo29.  El sistema 

democrático griego institucionalmente estaba sustentado en varias instituciones, pero de ellas resalta la 

Ecclesia, que era una asamblea compuesta por todos los ciudadanos atenienses que se ocupaba 

principalmente de la política exterior, aprobar leyes, controlar al Poder Ejecutivo y administrar el 

tesoro.          

 

  

                                                 
28 La palabra demo en Grecia tenía dos acepciones una que significa, clase media; y la otra que nos interesa que identificaba 

una distribución territorial y de organización del Estado, el surgimiento de el demos se encuentra en el tiempo de la Grecia 

Clásica, con las reformas de Clístenes, quien introdujo un sistema  de diez tribus  de acuerdo con un criterio territorial 

mientras que las cuatro antiguas phylai continuaron como asociaciones de culto , también creó el consejo de quinientos, 

Boule, estableciendo la presencia de cincuenta de cada tribu, y, lo que mas nos interesa, repartió el país por demos, 

“organizados en treinta partes , diez de los alrededores de la ciudad, diez de la costa y diez del interior, y, dando a estas el 

nombre de  trittys, sacó a la suerte tres para cada tribu,” los ciudadanos adoptaron en su nombre el nombre del demo en el 

cual habitaban, dejando de lado el patronímico, así sustituyó la antigua organización esencialmente familiar para estructurar 

las tribus en función al territorio, según el procedimiento establecido donde se usaba esencialmente a los tercios o trittyes. 

Podemos afirmar que la unidad básica de la organización en Grecia  era el demo, que poseía administración propia, para 

poder afrontar los asuntos locales, controlando la gestión de los asuntos locales., el ejercicio del gobierno local residía en la 

asamblea, compuesta por todos los ciudadanos adultos, que designaba anualmente al demarco, actualmente llamado alcalde, 

además de los magistrados, que tenían la función de que se cumplan las disposiciones del poder central en el ámbito local. 
29 Op. Cit.  p. 509.  



 

 

e) Roma 

 

En los tiempos del rey Numa Pompilio, se hizo cundir el rumor de que en las noches este era visitado 

por la Ninfa Egeria, quien le daba instrucciones de lo que debía hacer con la ciudad en la cual regía, lo 

que demuestra que el poder estaba muy ligado con la religión,  así incluso en las esferas mas reducidas 

el fundamento del imperio de Paterfamilis sobre el resto de la familia, también era eminentemente 

religioso. Lo que permitió a Numa realizar una importante obra política, que inició la increíble brecha 

de expansión de Roma, el ejercicio del poder público, estaba conformado de la siguiente manera: la 

ciudad estaba dividida en tres tribus (latinos, sabinos y etruscos), cada tribu estaba dividida en diez 

curias, cada curia en diez manzanas de casas, y estas en familias30. El régimen eminentemente 

democrático se ejercía principalmente por el comicio curiado que elegía al Rey de Roma cada dos años, 

este régimen fue el que imperó en Roma, mientras fue una ciudad relativamente pequeña habitada por 

poca gente, el Rey tenía la posibilidad de ejercer todas las funciones de administración de la cosa 

pública, y de justicia, principalmente canónica, no obstante, con el transcurso de los años empezó a 

crecer el número de la población, y por tanto las demandas y exigencias de la misma, lo cual obligó al 

Rey a desconcentrar sus funciones encomendándolas a otras sujetos para que estos ejerzan algunas de 

sus labores el primer gran órgano político creado fue el de el Senado, llamado Consejo de Ancianos, 

“constituido por un centenar de miembros que eran descendientes, por derecho de primogenitura de los 

pioneros venidos con Rómulo  a fundar Roma,”31también surge la institución del ejercito llamado 

legión, conformada por una centuria (cien infantes) y una decuria (veinte jinetes) de cada curia, 

entonces estaba constituido por treinta centurias y treinta decurias, lo que significa tres mil trescientos 

hombres, que eran dirigidos por el Rey, es decir, en términos contemporáneos este se constituía en 

Comandante General de la Fuerzas Armadas. 

 

 El advenimiento de Lucio Tarquino (600 a. C.) en Roma se inició un proceso de 

mercantilización, que es el resultado ineludible de las necesidades bélicas, se formaron tiendas con 

dependientes y aprendices, los campesinos se interesaron en trabajar en la ciudad, además de la grandes 

masas de esclavos que producía la guerra, que formaron una clase social llamada: plenum que 

contemporáneamente llamamos plebe. La cual tenía la misma calidad que la de los esclavos griegos, 

por lo cual al no tener personalidad jurídica, les era imposible el acceso a la justicia  

 

 En la época de Servio cambia el esquema creado por Numa Pompilio  primero en cuanto a los 

hijos de los libertos, libertinos, a quienes concede la ciudadanía, y en segundo lugar reestructura la 

división curial creada por Pompilio, dividiendo la ciudad en cinco clases sociales, en razón únicamente 

a la capacidad económica. 

 

 Se proclamó el advenimiento de la República después de siete Reyes,32consagrando la figura de 

los dos cónsules Lucio Junio Bruto y Publio Valerio,33 justamente esta época de surgimiento de la 

república es la que más interés a nuestra materia, puesto que aquí encontramos verdaderos antecedentes 

a políticas públicas en pro del acceso a la justicia y la igualdad en la jurisdicción, puesto que la lex de 

consulae plebio reserva una esfera del pode judicial y del ejecutivo, para la plebe, así como crea el 

Tribunado de la Plebe, que era una defensoría de los derechos de los hombres, que fue creada por los 

abusos de los patricios contra los plebeyos. 

                                                 
30 Indro Montanelli, Historia de Roma (Storia di roma), trad. Domingo Pruna, 4ª. ed. Barcelona, 1988 (1959), p. 28.   
31 Ibid. 
32 Rómulo, Numa Pompilio, Tulio Hostilio, Anco Marcio, Lucio Tarquino (Tarquino Prisco),  Servio, Tarquino (el 

Soberbio)  
33 considerado por la historia como un publícola  



 

 

 

 Recordemos que en Roma se sometió a cambios el  sistema político que tuvo muchas 

repercusiones en cuanto a la gestación y aplicación del derecho según el momento político que se vivía, 

así: en la Monarquía, como menciona el Prof. Carlos Mendoza34 “todos los poderes fueron absorbidos 

por el monarca y se caracterizó por sus tendencias militaristas y aristocráticas, hubo predominio de la 

clase patricia”, la república, que se originó como dijo el Prof. Camacho Porcel por el descontento 

popular y que tiene como característica esencial el auge de las magistraturas que originó el concepto de 

representatividad en el sistema político y, finalmente, el imperio que se dividió, por motivos de estudio 

histórico en alto y bajo imperio. 

 

 A raíz de las transformaciones que se originan en el sistema político el sistema de 

enjuiciamiento también sufre transformaciones, tal vez, no precisamente a la par de los cambios del 

sistema político, pero sí,  se puede utilizar lo sucedido en Roma como un “ejemplo valiosísimo  acerca 

de las transformaciones que modelo procesal a impulsos de la ideología política imperante”35 

 

 Los cambios en los sistemas de enjuiciamiento no son bruscos o revolucionarios sino, por el 

contrario producto de una lenta transformación, por lo cual la transformación de los sistemas de 

enjuiciamiento no se dieron al mismo tiempo que las transformaciones políticas, ya que, sin aislarse de 

la realidad política,  el objetivo de las reformas procesales eran las de subsanar deficiencias  en la 

práctica, y  que se iban dando en los sistemas procesales que se reformaban, o adecuarse a las 

necesidades propias de la nueva organización política 

 

f) Inserción del sistema de derecho canónico 

 

El surgimiento de la inquisición se da por un largo proceso histórico que se inicia con el 

fortalecimiento de la iglesia en Roma, este proceso de fortalecimiento se empieza a dar el 313 con el 

Edicto de Milán con el cual San Ambrosio obliga al emperador Teodosio a hacer penitencia, bajo el 

argumento de que en asuntos eclesiásticos un obispo era superior a un emperador, luego el 330 San 

Jerónimo traduce la Biblia al latín, lo que significó un acontecimiento de magna importancia en el 

fortalecimiento de la iglesia en Roma, además recordemos que en esta fecha se traslada la capital del 

imperio romano a Constantinopla. El 395 el Imperio romano se divide en Imperio Romano de Oriente y 

el Imperio Romano de Occidente, al mismo tiempo que surge una personalidad de vital importancia 

para el cristianismo, San Agustin de Hipona36 , considerado como el fundador de la teología occidental, 

Sin entrar en mayor especulación filosófica, porque se lo hará más adelante, vale la pena destacar que 

fue con él con quien entró el pensamiento platónico y neoplatónico en la iglesia cristiana, también vale 

la pena destacar que el dio gran amplitud a las doctrinas del pecado original, la predestinación, la 

salvación para la gracia divina, etc. La obra más importante de San Agustín es “De Civitate Dei” de 

426 donde presenta el dualismo entre la ciudad celestial y la ciudad terrena 

 

  

  

                                                 
34 Carlos Mendoza, Derecho Romano (primera parte), Potosí – Bolivia, Tomás Frías, 1963   
35Julio Maier, Derecho Procesal Penal Argentino. Buenos Aires, Ed. Hamurabi, 1989 

 
36 “San Agustín es un africano. No se puede olvidar esto. Africano como Tertuliano, hijo de aquella África romanizada y 

cristianizada del siglo IV, sembrada de herejías, donde conviven fuerzas religiosas diversas animadas de una pasión 

extraordinaria” Julián Marias,  Historia de la Filosofía  34º ed. Alianza, México 1983 

 



 

 

El 445 San León Magno, primer gran Papa de la iglesia, enemigo de la herejía, consiguió un 

edicto de Valentiniano III declarando que las decisiones papales tenían fuerza de ley. La tradición del 

milagro de detener el avance de Atila dio fuerza al papado, finalmente se puede señalar que la 

extensión de la cristiandad occidental se dio entre la extinción del Imperio romano de occidente y el 

surgimiento de la dinastía carolingia el 720, todo este proceso de implementación universal del 

cristianismo acompañado del establecimiento de las monarquías medievales y el régimen feudal, con 

un gran poder de los señores feudales, nos brindan las principales características del contexto político 

de la Edad Media, que es cuando  surge el sistema inquisitivo.  

 

 Durante la última parte de la edad media entran en conflicto los señoríos locales con el poder 

del monarca, que pretendía aglutinar las comarcas feudales en su dominio, con el argumento de 

implementar una organización política centralizada en el monarca sobre todos los territorios. Esta lucha 

la ganó el rey, que logró formar en sus dominios grandes territorios, dando lugar a la formación 

posterior de los estados modernos, la organización política de la época era absolutista, la soberanía 

residía en el monarca y las funciones de poder también, con esta victoria del monarca se desecha el 

sistema germánico de derecho, que era el que más utilizaban los señoríos feudales, y se implementa el 

sistema romano (imperial) canónico, que se conservó por los glosadores italianos y también por medio 

de la Iglesia Católica, recordemos que la iglesia Católica fue la fundamental impulsora de la idea de la 

universalidad del Cristianismo, lo que generó una imposición del derecho romano canónico en toda 

Europa menos en  Inglaterra 

 

 Al margen del crecimiento de la iglesia y su tendencia hacia la universalidad, lo que en realidad 

le dio poder a la iglesia fue la expansión de la jurisdicción eclesiástica, que se dio en dos ámbitos: el 

primero con el derecho de juzgar a sus clérigos por faltas, y el segundo el derecho de juzgar a quienes 

atentaban contra la fe cristiana, este segundo ámbito de jurisdicción fue en realidad el que le sirvió para 

juzgar a cualquier persona que no conviniera para los intereses de la iglesia 

 

 La iglesia en un principio practicaba el sistema  acusatorio, pero a partir de su expansión en 

Europa, obligo a veces al combate con otras religiones diferentes a la Católica. Fue Inocencio III quien 

implementó el sistema inquisitivo, en el siglo XIII, con el argumento de investigar la conducta de los 

clérigos, el primer acto procesal inquisitivo que se introdujo en el sistema  jurídico de la iglesia fue el 

de la autorización para denunciar de forma anónima, pero también la iglesia podía actuar de oficio, en 

cuanto, presumiera la comisión de alguna contravención al derecho canónico. La investigación se 

llevaba a cabo por un grupo colegiado de monjes permanentes y dependientes de la autoridad papal, las 

investigaciones eran secretas lo que produjo una abolición total de la publicidad en los procedimientos, 

además se eliminó también la oralidad, porque se implementó la escrituralidad  como única forma de 

constancia del proceso, el desarrollo de la investigación tenía como objetivo la confesión del acusado 

con mecanismos de tortura y de tormento, el uso de los instrumentos de tortura estaban reglamentados, 

además para que las confesiones sean válidas la confesión debían ratificarse por el confesor al día 

siguiente de la tortura 

 

  

  



 

 

“Las siete partidas”, fue el libro de leyes que insertó en España el procedimiento inquisitivo, 

este libro de leyes fue promulgado por Alfonso X, apodado el sabio, en el siglo XIII, este conjunto de 

normas estaban basadas en el derecho romano. canónico que contenía todo un ordenamiento jurídico y 

que rigió en España hasta el ordenamiento de Alcalá en 1348, ya que las partidas en este ordenamiento 

eran consideradas como supletorias y generales, las partidas realizaron una división de jurisdicción 

entre la iglesia, el Rey y la nobleza feudal determinando competencias y territorios para el ejercicio de 

la jurisdicción de los diversos tribunales y jueces según el lugar del hecho susceptible de litigio 

judicial, pero en realidad cuando se manifiesta realmente el sistema inquisitivo en España es en el 

momento en que la labor unificadora de los Reyes Católicos crea el Tribunal del Santo Oficio.    

 

g) Desarrollo histórico de los Derechos Humanos  

 

Los derechos humanos son el producto de un largo proceso que ha abarcado muchos siglos de la 

historia del hombre, este proceso se ha desarrollado en diversos ámbitos geográficos y en diversos 

momentos, pero siempre con el objetivo de que los derechos esenciales del ser humano sean  

reconocidos. El deseo de reconocimiento que tiene el hombre hace que este supere incluso uno de sus 

instintos fundamentales, que es el de conservación, con el objetivo de alcanzar metas abstractas e 

importantes para él37. 

 

 La fundamentación esencial del los derechos humanos es el reconocimiento de la dignidad de 

todas la personas por igual sin ningún tipo de distinción, así se establece por ejemplo en el preámbulo 

de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el cual dice al respecto:”Considerando que la 

libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca de 

los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana”38, en el discurso que 

dio el Papa Juan Pablo II a la XXXIV Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 

2 de octubre de 1979, dijo sobre la dignidad “La declaración Universal de los Derechos del Hombre y 

los instrumentos jurídicos tanto a nivel internacional como nacional, en un movimiento que es de 

desear progresivo y continuo, tratan de crear una conciencia general de la dignidad del hombre y 

definir al menos algunos de los derechos inalienables del hombre”39 

 

  

  

                                                 
37 “Según Hegel, los seres humanos en tanto que animales tienen necesidades y deseos naturales referentes a objetos 

exteriores a ellos, como alimentos, bebidas, habitad y, por encima de todo, la conservación del cuerpo”Francis Fukuyama,. 

El Fin de la Historia Y El Último Hombre, Buenos Aires, Planeta, 1996.    
38 Declaración Universal de los Derechos Humanos adoptada y proclamada por la Asamblea general en su resolución 217 A 

(III), de 10 de diciembre de 1948. Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, Compendio de Instrumentos Internacionales, 

La Paz, Impresiones Rojas, 2000   
39 Máximo Pacheco, Los Derechos Humanos documentos básicos, Santiago, Editorial Jurídica de Chile 1987  



 

 

El tratamiento de la dignidad del hombre ha sido una idea que ha caracterizado bastante al 

cristianismo, no obstante han existido filósofos, juristas y pensadores (ajenos al pensamiento cristiano) 

que también han analizado el tema, la influencia del Cristianismo (religión)40 ha logrado que en la edad 

media se desarrolle mejor la concepción de la igualdad de la persona humana,  bajo el argumento 

fundamental de que el hombre ha sido creado a “imagen y semejanza de Dios”41 y está llamado a un 

destino eterno mas allá de la vida terrena.  A lo largo de la historia el Cristianismo se ha ocupado de 

criticar las diversas formas de arbitrariedad y esclavitud que el autoritarismo despótico ha impuesto, a 

lo largo del tiempo que ha gozado de poder político. 

 

  “Y si ha habido sacerdotes, obispos y hasta pontífices que han cohonestado con la opresión y la 

injusticia, esas figuras nada significan al lado de las de quienes, siguiendo la huella del fundador de la 

Iglesia han hecho causa común con los débiles y los oprimidos, y han enarbolado la defensa de la 

dignidad humana, como San Agustín, Santo Tomás de Aquino, San Francisco de Asís, San Pedro 

Claver, Fray Bartolomé de las Casas, Fray Luis de León, Francisco de Vitoria, el padre de Juan de 

Mariana, y tantos otros que a lo largo de los siglos, hasta hoy, han sido auténticos exponentes del 

pensamiento cristiano en este campo”42 

  

  Han existido etapas de la historia en las que el desarrollo de los derechos humanos,  igual que 

en el cristianismo, ha sido importante, entre las cuales es necesario mencionar el gran aporte del  

constitucionalismo inglés43, el primer documento sobre derechos que surgió en Inglaterra fue la Carta 

Magna del 12 de junio de 1215 que afirmó libertades públicas de los inglese frente a la corona, estos 

derechos se fueron asentando y desarrollando mejor por medio de leyes constitucionales como: la 

Petición de derechos de 1628, el Habeas Corpus Act de 1679 y la Declaración de Derechos de 1689, 

todos estos instrumentos tuvieron directa incidencia en las colonias inglesas de Norteamérica donde el 

4 de julio de 1776 Jefferson redactó la Declaración de la Independencia Norteamericana, luego en 1787 

surge la primera Constitución Norteamericana en la cual se introdujeron diez enmiendas44 entre 1789 y  

1791. 

  

 Pese a toda la trascendencia del constitucionalismo inglés, fue en Francia donde el 26 de agosto 

de 1789 surge la primera declaración universal sobre derechos humanos llamada Declaración de los 

Derechos del Hombre y del Ciudadano, Déclaration des Droits de L'homme et du Citoyen,  que 

trascendió en todo el mundo (principalmente en la cultura occidental), e  ingreso en  la mente de los 

libertadores americanos, gracias a la traducción del colombiano Antonio Nariño, quienes pudieron 

inspirar su heroicos actos de liberación en este documento sobre derechos humanos. 

   

                                                 
40 … Sería un error creer que el cristianismo es una filosofía; es una religión, cosa muy distinta: ni siquiera se puede hablar 

con rigor de filosofía cristiana, si el adjetivo cristiana ha de definir un carácter de la filosofía; únicamente podemos llamar 

filosofía cristiana a la filosofía de los cristianos en cuanto a tales, es decir, la que está determinada por la situación cristiana 

de que el filosofo parte.” Julián Marías, Historia de la Filosofía, México, Alianza, 1983    
41 “Cuando Dios creó al hombre lo creo parecido a Dios mismo: hombre y mujer los creó, y les dio su bendición”, Biblia, 

Libro del génesis. Capítulo 1, Versículo 27 
42  Vladimiro Naranjo Mesa, Teoría Constitucional e Instituciones Políticas, Santa Fe de Bogotá, Temis, 2000  
43 “Los derechos fundamentales en Inglaterra no se encuentran en ningún código o declaración, no obstante, existen cuatro 

instrumentos que sirven de referencia, estos son: Carta magna, Petición de derechos, bill de derechos y el Acta de 

establecimiento”  Manuel Garcia – Pelayo, Derecho Constitucional Comparado, Madrid, Alianza, 1991    
44 “Los derechos fundamentales en Estados Unidos fueron incorporados en las primeras diez enmiendas”   



 

 

 En la era moderna la evolución de los derechos humanos a concepción del profesor Rivero45 se 

da en  tres etapas sucesivas, a partir de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 

1789 hasta 1914, en este periodo el liberalismo se vio plasmado en el constitucionalismo americano y 

europeo, la segunda etapa comienza con el triunfo de la revolución bolchevique46 y culmina con la 

segunda guerra mundial en 1946, en este periodo se refuerzan los derechos fundamentales (netamente 

liberales) con ideales socialistas47, en este proceso de conciliación entre los ideales liberales y sociales 

surgieron varias constituciones que tenían un importante contenido social, y es cuando surge el 

constitucionalismo socialista (en la URSS)  y el constitucionalismo social (las primeras fueron la 

Constitución de Querétaro48 y la Constitución de Weimar49), que se propagaron  por el mundo 

occidental, ya que, la crisis del liberalismo obligó a que los Estados se amparen en ciertas limitaciones 

“al protagonismo que tenía el individuo”50 e inserten el bien común y la justicia social como metas 

gubernativas esenciales a la existencia del Estado, que pasó de ser un Estado policía (Estado gendarme) 

a ser un Estado benefactor ( wellfare state). La tercera etapa es la contemporánea que arranca en 1946 y 

se caracteriza por una proliferación de documentos, nacionales e internacionales, que intentan 

estructurar mejor el reconocimiento de los derechos del hombre que se caractericen por ser: innatos, 

universales, absolutos,  naturales,  inalienables e   imprescriptibles. Podemos ver que entre las 

características hemos citado la procedencia de los derechos humanos en la naturaleza misma, no 

obstante, el tema de la procedencia de los derechos humanos  ha suscitado en filósofos, juristas y 

pensadores divergencias sobre su fundamento51, las doctrinas mas importantes sobre el tema son la del 

derecho natural (Iusnatuiralismo) y la del derecho positivo (escuela histórica), para hacer una sucinta 

diferencia entre ambas corrientes se va a empeezar señalando  que el derecho natural como señala  

Máximo Pacheco fundamenta su existencia bajo  el argumento de que “existe una ley rectora de nuestra 

vida, que tiene por fundamento la naturaleza racional del hombre y no precisa de promulgación, por 

que se encuentra grabada en nuestra conciencia y le señala a ella, con carácter obligatorio, el camino de 

la justicia. Este es el Derecho natural”52.  

  

                                                 
45 Citado por Naranjo en: Vladimiro Naranjo Mesa, Teoría Constitucional e Instituciones Políticas, Santa Fe de Bogotá, 

Temis, 2000  
46 La revolución del año 1917 pasó por tres fases: 1) la moderna en febrero, señalada por la Caída del zarismo; 2) un intento 

contrarrevolucionario en julio y 3) la exaltada de octubre   
47 “El fondo de la Constitución – Ley fundamental de Estado socialista soviético – se pone de manifiesto concretamente en 

sus principios básicos. Entre los que se encuentran la naturaleza socialista de la ley fundamental soviética, su profundo 

carácter democrático, humanista y creador, su espíritu de clase y de partido, su fundamentación científica y realismo”  

Grigorian, L., kutafin, O., Shevtsov, V. Conocimientos básicos acerca de la Constitución Soviética, Moscú, Progreso, 1980        
48 luego de consolidada la revolución mexicana de 1910 en 1916 se reunió un congreso constituyente que sancionó la 

Constitución que  Venustiano Carranza (como Presidente) promulgó. La Constitución de Querétaro es célebre por sus 

disposiciones avanzadas. En Bolivia el constitucionalismo social surge recién en 1938 con medidas incorporadas por el 

referéndum constitucional de 1931  
49  El modelo de la nueva república vendría definido por la Constitución que se empezó a elaborar el 15 de noviembre bajo 

la dirección del profesor Hugo Preuss, secretario de interior. No resultó fácil el acuerdo entre las fuerzas políticas y los 

diferentes estados alemanes sobre su diseño. El 20 de enero se hizo público un segundo proyecto, que igualaba el peso de 

todos los estados, lo cual provocó la viva oposición de Baviera y Prusia. Un tercer proyecto recibió una lluvia de enmiendas 

y sólo el cuarto muy diferente al inicial de Preuss, fue votado como definitivo en julio de 1919                                                                                                                                   
50 Sagüés dice sobre la crisis del constitucionalismo individualista – liberal”Paradójicamente, lo tres ideales supremos del 

Constitucionalismo liberal – individualista, enunciados al producirse la Revolución Francesa (libertad, igualdad y 

fraternidad), quedaron desvirtuados por aplicación del propio sistema jurídico – político que los proclamaba” Néstor Pedro 

Sagües, Elementos de derecho constitucional Buenos Aires, Astrea, 2001 
51 “Fundamentar los derechos significa proporcionar una explicación razonable para justificar su existencia y su vigencia” 

Miguel Padilla, Lecciones Sobre Derechos Humanos y Garantías, Buenos Aires, Abeledo – Perrot, 1992   
52 Pacheco G. Máximo.  Teoría del Derecho, Santiago, Temis, 1993  



 

 

Para la escuela histórica el derecho es un fenómeno cultural  que emana de la voluntad del 

pueblo (espíritu nacional popular) constituyendo  una realidad y no una expresión metafísica, ya que, el 

derecho se adecua a las circunstancias que la historia plantea, sin que exista la posibilidad de que el 

derecho surja de la pura razón, pues el derecho surge del sentimiento jurídico del pueblo. 

 

 Entre los sucesos más importantes de la tercera etapa se encuentra  la creación de la ONU ante  

el fracaso de lo que  Felipe Tredinnick llama  el “imperfecto modelo”53 de la Sociedad de Naciones, la 

conferencia de San Francisco realizada entre el 25 de abril y el 26 de junio de 1945 con la presencia de 

cincuenta y un estados54 logró que se suscribiera la Carta de la ONU, el estatuto de la corte 

internacional de justicia y los acuerdos provisionales creados de la Comisión Preparatoria de la 

organización. Constituida la Organización de las Naciones Unidas,  el 10 de diciembre de 1948 surge la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, esta declaración es de un alto contenido moral para 

todos los Estados signatarios, pues pese a que no puede hacerse efectiva por la vía de la coerción 

significa un compromiso de los Estados signatarios ante la comunidad internacional55 

 

 A partir de la declaración de 1948 en el mundo han empezado a surgir varios instrumentos 

internacionales, regionales y nacionales de reconocimiento de los derechos humanos, entonces 

podríamos afirmar que gracias a la existencia de tratados, declaraciones, acuerdos y derechos 

fundamentales, los derechos humanos gozan en la actualidad de un total reconocimiento, por lo cual, la 

labor que resta para quienes tienen las funciones de tutelar, proteger, difundir y promocionar los 

derechos humanos se encuentra no sólo en lograr su vigencia, sino también en darle a estos derechos 

una base filosófica para  que se constituyan en realidad, el Profesor Padilla al respecto dice “es 

necesario darle a los derechos humanos una importante base filosófica para su inserción en la realidad, 

porque de carecer de fundamento su inserción resultaría discutible y endeble”56 

 

 De todo lo mencionado podemos decir que los Derechos Humanos son un conjunto de 

libertades públicas que tienen todos los seres humanos, sin distinción de ninguna índole, que les 

permite luchar por alcanzar su fin trascendente en armonía de su dignidad, innata, con la de las otras 

personas, bajo el reconocimiento del derecho y con el respeto del poder político 

 

  

  

                                                 
53 Felipe Tredinnick , Derecho Internacional Público y Relaciones Internacionales, La Paz, Los amigos del libro, 2000 
54 “Las reuniones se iniciaron con asistencia de cuarenta y seis naciones, de las que cinco eran las grandes potencias. Este 

fue el contingente activo, ya que las cinco que se sumaon después no tomaron gran parte en los debates. Fueron Bielorrusia 

y Ucrania, admitidas a petición de la Unión Soviética, Argentina, incluida por insistencia de los países latinoamericanos, 

Dinamarca, que no pudo tomar parte sino hasta que la conferencia le admitió posteriormente, por haber estado bajo la 

ocupación alemana, y Polonia, que, según se convino, firmaría cuando su nuevo gobierno estuviera integrado”, Cornelia 

Meigs. The Great Design Men and events in the United Nations, Boston,  Brown and Company, 1964  
55 Ha habido grandes filósofos ( Como Hobbes, Pufendorf, Bentham y Austin) que han puesto en tela de juicio el carácter 

legal del derecho internacional, concepción descartada gracias al derecho de los tratados, que surge en la convención de 

Viena de 1969   
56  Miguel A Padilla. Lecciones Sobre Derechos Humanos y Garantías, Buenos Aires, Abeledo – Perrot, 1992   



 

 

La terminología  “Derechos Humanos” se ha utilizado en las últimas décadas, no obstante, 

también se los ha venido a llamar: derechos fundamentales, derechos naturales, derechos subjetivos, 

derechos públicos subjetivos, derechos individuales y libertades públicas, pero cabe  aclarar que no es 

muy importante la manera en la que se los ha venido a llamar, pues las razones para llamarlos de una u 

otra forma pueden obedecer a criterios filosóficos57, históricos,58 o de de otra índole  

 

2. Interaccionismo simbólico y la percepción 

 

2.1 Interaccionismo simbólico y acceso a la jurisdicción 

 

De los antecedentes  y principios que caracterizan al interaccionismo simbólico como teoría 

sociológica general, encontramos que un análisis de solución para la temática hoy abordada debe 

residir indudablemente en el nivel micro – subjetivo de la teoría sociológica, puesto que el acceso a la 

jurisdicción es un fenómeno individual que se da en virtud al acto de acudir ante un órgano 

jurisdiccional a solicitar la tutela de algún derecho. 

 

2.2  Antecedentes 

 

a) Pragmatismo   

   

El pragmatismo proviene del griego Pragma (acción) y fue acuñado por Peirce para dar un nombre a su 

doctrina filosófica. “El Pragmatismo según dice Ginner se dirige contra el intento de Descartes de 

fundar la razón en la certeza del yo,”59  el pragmatismo alumbró las bases de una teoría sociológica 

intersubjetiva que extraña una profunda revisión de los conceptos de acción intencional. “El dilema de 

la coordinación social se reformula en su concepción de la democracia como el autogobierno y la 

autorregulación concientes de los miembros de una comunidad, en torno a los problemas comunes que 

van surgiendo en el propio decurso de la praxis intersubjetiva.”60 

 

 La  concepción del pragmatismo expresa que la realidad no existe fuera del mundo real; puesto 

que se crea activamente a medida que actuamos dentro y hacia el mundo, así mismo las personas basan 

su conocimiento sobre la que ha sido útil para ellas, por lo cual definen los objetos sociales siempre y 

cuando tengan utilidad. Por lo cual para entender a los actores “debemos basar nuestra comprensión en 

lo que ellos hacen realmente en el mundo,”61 para lo cual deben identificarse tres aspectos centrales: 

  

 

 

 

 

                                                 
57 Por ejemplo los Iusnaturalistas utilizan la definición “derechos naturales”, y los positivistas han utilizado históricamente 

el término “Derechos subjetivos públicos” definición estructurada por la escuela histórica en Alemania con el objetivo de 

eliminar  cualquier connotación naturalista, pues estos derechos representarían los derechos de los particulares frente al 

Estado 
58 Que aparecieron  en Francia a fines del siglo XVIII con el argumento de que las “libertades públicas” serían los derechos 

humanos positivisados 
59 Salvador Giner y Emilio Larno de Espinosa, Diccionario de Sociología, Madrid, Alianza, 1998, p. 502.  
60 Ibid. 
61 George Ritzer, Teoría Sociológica Contemporánea, trad. María Teresa Casado Rodríguez, Madrid, McGraw – Hill, 1993, 

p. 215.  



 

 

1.- El análisis de la interacción entre el actor y el mundo 

2.- Una concepción del actor y del mundo como procesos dinámicos y no como estructuras estáticas 

3.- La capacidad del actor para interpretar el mundo social. 

 

b) Conductismo 

 

El conductismo es una escuela psicológica que propone el estudio científico de la conducta humana, 

aplicándole los principios elaborados en el estudio de la conducta animal, por lo cual sustenta la idea de 

que toda conducta es una respuesta a estímulos procedentes del exterior que afectan a sus sentidos, 

tiene como fundador a Watson, así el estímulo es la entrada que proviene del medio ambiente, mientras 

que la conducta es la salida. Esta teoría tuvo gran influencia en Mead puesto que entiende que el 

estudio de la mente es importante en el estudio de la conducta, razón por la cual el conductismo 

psicológico tuvo gran influencia en el conductismo social, no obstante, Mead adoptó una postura propia 

que difería de la de Watson, puesto que consideraba como unidad de análisis el acto, el cual comprende 

aspectos, encubiertos, como descubiertos de la acción humana, razón por la cual “…el acto, pues, 

engloba todos los procesos implicados en la actividad humana”62  

 

2.3 Principios del interaccionismo simbólico 

 

Los principios básicos del interaccionismo simbólico, son: 

 

- Los seres humanos, a diferencia de los animales, están dotados de capacidad de pensamiento 

- La capacidad de pensamiento está moldeada por la interacción 

- En la interacción social las personas aprenden los significados y los símbolos  

- Los significados y los símbolos permiten actuar e interactuar a las personas de una manera humana 

- Las personas son capaces de alterar los significados y los símbolos utilizados para la interacción, en 

base a la interpretación de la situación 

- La capacidad de modificación se presenta por la aptitud de actuar consigo mismas 

- Las pautas entretejidas de acción e interacción constituyen los grupos y sociedades. 

 

  

                                                 
62 Idem, p.216. 



 

 

3. La sociedad multiétnica y pluricultural frente a la jurisdicción 

 

La palabra etnia es un término de formación histórica que hoy en día es central para el análisis y 

reflexión de la realidad nacional, ya que este es un concepto científico cuya misión está en categorizar 

aquellos grupos sociales históricamente designados con términos peyorativos como tribu o raza 

(término científicamente desacreditado). Por lo cual se designa a lo étnico como una categoría 

políticamente correcta o neutral, no obstante, la posibilidad de instrumentalización  de la identidad, 

además de la inminente construcción de la clasificación de la alteridad humana  a partir de un concepto 

unilateral para signar a la otredad.63 

 

 Aparecen, entonces, dos componentes de la alteridad humana para diferenciar “lo familiar y lo 

extraño, lo conocido y lo desconocido lo desarrollado y lo subdesarrollado, lo mayoritario y lo 

minoritario, lo central y lo periférico (Rutherford, 1990: 22)”64. De donde surge la principal 

interrogante del presente trabajo: ¿es lo étnico un factor de exclusión social? Para contestar la 

interrogante planteada es menester hacer algunas consideraciones sobre la exclusión para luego retomar 

el tema de la etnicidad  

  

 La exclusión social no es un fenómeno característico exclusivo de las sociedades contemporáneas, 

ya que es un fenómeno que ha formado parte del proceso de civilización vivido por la humanidad en el 

transcurso de su historia. La novedad del fenómeno radica en la denominación con la cual se discute esta 

problemática. Podría surgir ahora la pregunta: ¿por qué ha sido necesaria esta nueva expresión, "exclusión 

social", para describir fenómenos tan antiguos? La respuesta no es difícil: se propone una nueva 

denominación para este fenómeno antiguo porque las utilizadas anteriormente: pobreza, marginación, 

aislamiento o discriminación definen formas de exclusión monodimensionales, es decir provocadas por 

una sola causa. Y así, principalmente monodimensionales, han sido durante muchos siglos la mayoría de 

las formas de exclusión existente (la pobreza, el aislamiento, la discriminación política y religiosa, etc.). 

Sin embargo hoy, y esta es la verdadera novedad, la Exclusión Social tiende cada vez más a identificarse 

con un fenómeno multidimensional, difícilmente reducible, con excepción de algunos pocos casos, a un 

solo proceso. Esto sucede particularmente en la mayor parte de los países industrializados, aunque también 

en muchos países definidos como países en vías de desarrollo. En este sentido, también en estos países la 

situación tiende a volverse cada vez más compleja y a acercarse, desde esta perspectiva, a la situación de 

los países industrializados. 

 

 La exclusión social es un fenómeno producido en la  interacción de una pluralidad de procesos que 

afectan a los individuos y a los grupos humanos, impidiéndoles acceder a una calidad de vida digna y/o 

participar plenamente, según sus propias capacidades, en igualdad material de condiciones en un contexto 

social dado. 

 

  

  

                                                 
63 No en la misma lógica peyorativa del surgimiento del término derivado de la palabra griega ethnos, pero si con el sentido 

de lo otro. BAZURCO, Martín, Etnicidad y Raza. En apuntes de Maestría en Sociología, Universidad de San Francisco 

Xavier, Sucre, 2005.  “Como una categoría política, constituyendo precisamente uno de los polos de la jerarquía establecida 

entre dos formas principales de organización social: la polis refiere a la forma en que se realizaba plenamente la sociedad 

griega (urbana, democrática, con leyes y costumbres “civilizadas”. ethnos, por el contrario era un concepto impreciso y 

despectivo para designar a los “bárbaros”, no urbanos, no griegos, sin instituciones políticas “civilizadas” (Amselle, 

1999:16; Fabbietti, 1995:27)” 
64 Idem. 



 

 

Hablar de exclusión social es expresar que el problema no es ya solamente de desigualdades 

entre la parte alta y la parte baja de la escala social, sino también el de la distancia en el cuerpo social, 

entre los que participan en su dinámica y los que son rechazados hacia sus márgenes (in/out), 

observando sus efectos en la sociedad, con sus riesgos de ruptura de cohesión social. Se trata, por tanto, 

de procesos y no de situaciones fijas o estáticas. 

 

 Los componentes de la exclusión son varios, entre ellos se encuentran todas la lógicas de 

inaccesibilidad producidas por las desigualdades materiales señaladas, en el presente trabajo se pretende 

incidir en la inaccesibilidad a la jurisdicción como un elemento de la exclusión social.   

 

 Para comprender a que nos referimos cuando hacemos referencia a la inaccesibilidad a la 

jurisdicción debemos realizar algunas precisiones conceptualestales como que  resultaría autoritario 

reducir el concepto de justicia a la unídimensionalidad del formalismo jurídico como producto de un 

proceso histórico de formación de un sistema jurídico occidental romano germánico en base a patrones 

culturales occidentales que no pueden ser clasificados como justos. 

 

 Es por eso que el problema central del presente trabajo es la inaccesibilidad a la jurisdicción,  

porque se debe reconocer que la jurisdicción es una estructura institucional creada por el Sistema 

jurídico, que tiene la finalidad de posibilitar la utilización de mecanismos legales creados por los 

hombres para proteger sus derechos. 

 

 Esos derechos también tienen un contenido cultural y son el producto de un proceso histórico de 

reconocimiento, entonces surge una pregunta de importancia ¿es legítimo imponer derechos?, esa 

interrogante es la esencia de la problemática de inaccesibilidad a la jurisdicción, puesto que antes de 

revisar las variables de inaccesibilidad y plantear hipótesis sobre las mismas resulta central, determinar 

en qué medida la jurisdicción se constituye en un instrumento de privilegio como el trabajo, la salud, el 

conocimiento, los servicios básicos, etc.  

 

 La interrogante planteada, entonces, no solo nos permitirá determinar la legitimidad de la 

imposición de  derechos, sino principalmente si en realidad la jurisdicción es o no un componente de la 

exclusión. 

 

 Se ha señalado que la imposición de derechos configura el elemento jurisdicción, esta premisa 

se genera en el siguiente razonamiento, si un grupo étnico determinado en un contexto estatal es 

beneficiado o afectado con el reconocimiento de una serie de derechos, estos serán lógicamente 

ineficaces si al mismo tiempo no se le genera condiciones de acceso igualitario a la jurisdicción. 

Realidad que puede ser ejemplificada  con el proceso de reconocimiento de derechos económicos, 

sociales y culturales carentes de una vía jurisdiccional para exigir su cumplimiento, es decir, no son 

justiciables, situación en la cual existe una desagregación entre derechos y jurisdicción. 

 

 En el presente análisis se considera a los derechos y a la jurisdicción como un mecanismo 

integral de tutela de la dignidad del ser humano, ahora, retomando la pregunta planteada sobre la 

legitimidad de la imposición de derechos, para cuya respuesta usaremos un ejemplo histórico de 

importancia para el Derecho Procesal Penal, el mismo que se constituye en el mayor instrumento de 

coacción creado por el Derecho, y ha sufrido una evolución correlativa a la de las formas políticas en 

las que se presenta.  

 



 

 

 Así entonces veremos como el Derecho procesal Penal se ha presentado históricamente y en que 

medida los derechos emergentes de un sistema procesal moderno pueden denotar una mayor 

racionalidad, y por tanto legítimo el hecho de imponer esta serie de derechos a excluidos, para eso se 

revisará rápidamente la transición producida desde el Derecho Germano Antiguo hasta la creación de 

una nueva ley procesal en Bolivia. 

 

 El iluminismo, la revolución francesa, el advenimiento del modernismo, el reconocimiento de 

Derechos Humanos, el proceso de adecuación a las normas sobre Derechos Humanos de los 

instrumentos constitucionales y legales en los países de América Latina, han producido una legislación 

procesal penal (para continuar con el ejemplo) basado en derechos y garantías atinentes al sindicado y 

la víctima, en el cual se garantizan una serie de reglas del juego que desde todo punto de vista resultan 

mas razonables que las expuestas anteriormente en los otros sistemas procesales, entonces, bajo el 

pretexto de que el sistema normativo no puede atribuirse el monopolio civilizatorio ¿sería lógico que 

una etnia no tenga el Derecho, como el resto de la población, de beneficiarse de un proceso histórico 

occidental de reconocimiento de la dignidad humana en los proceso judiciales?.  

 

 Por lo mencionado se evidencia que hay un proceso histórico que culmina,  en el sentido lineal 

de la historia, con el reconocimiento de derechos, valores y principios atinentes a la dignidad del 

individuo, los mismos que resultan indispensables para todos ser humano, no obstante que pueda desde 

una mirada de diversidad cultural  pueda resultar arbitrario  considerar como incivilizados sistemas 

procesales que no adoptan los cánones del proceso en la modernidad. Se puede afirmar 

categóricamente que resulta legítimo otorgar derechos que por la comparación histórica resultan 

absolutamente razonables. 

 

 Asimismo se puede complementar el análisis con el siguiente razonamiento si en Grecia y 

Roma había hombres que no gozaban de el Derecho de someterse al mismo tratamiento jurisdiccional 

privilegiado de los ciudadanos, ya con vicios de sistema garantista, no será  también un motivo de 

exclusión que no todos tengan el mismo derecho incluso formal de someterse a una mismo sistema 

judicial. 

 

 La conclusión a la que se llegó con la comparación histórica de los sistemas procesales penales, 

nos lleva entonces, también a la conclusión de que la inaccesibilidad a la jurisdicción constituye un 

factor de exclusión social. 

 

 Para pretender determinar si la etnicidad es un factor de exclusión, el análisis debe desarrollarse 

en virtud a las teorías sobre etnicidad, por lo cual debemos partir el análisis desde el  esencialismo que 

“considera que cada grupo étnico es, de manera ideal, una entidad discreta –y ‘natural’– dotada de una 

cultura; de una lengua; de un espacio propio; de un origen e historia comunes; de unas particularidades 

políticas, económicas, sociales o religiosas; de una población con un fenotipo específico y formada por 

individuos dotados de una psicología igualmente específica.”65 En esta teoría vemos como la etnicidad 

reside en las características biológicas y culturales que justifican la desigualdad humana, dada la 

segmentarización de la humanidad en grupos de filiación, que comparten caracteres biológicos.  
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Por otra parte se tiene a la cultura como factor imperante para la formación de grupos étnicos 

que produce la convivencia de identidades distintas en una sociedad, planteado relaciones 

intergrupales; en la mirada esencialista tenemos  dos opciones de exclusión y una de inclusión, primero 

sobre exclusión tenemos la lógica de que por factores biológicos los grupos humanos son distintos, lo 

que abre la posibilidad para poder hablar de una especie de racismo, situación que desde toda lógica es 

excluyente, en una segunda mirada al esencialismo cultural podemos ver que es en este nivel de 

análisis donde surge la posibilidad de exclusión y la de inclusión, ya que si se comprende que los 

grupos son culturalmente distintos, pero las relaciones intergrupales con esta razón tienden a la 

marginación, pero de otro lado con la conciencia de desigualdad de cultura pero viendo los derechos 

como factor integrador se puede presentar una lógica inclusiva frente a la desigualdad cultural. 

 

 El instrumentalismo abre otra vía analítica, de de ver al grupo étnico como  instrumento 

apropiado para generar presión y obtener beneficios políticos, económicos o sociales. Esta teoría puede 

también verse desde una mirada excluyente y otra incluyente, en el primer sentido vemos como la 

identificación étnica puede ser un justificativo a aislar a grupos distintos con el objetivo de mantener el 

poder dominante sobre los demás,  pero en una segunda mirada de inclusión vemos a la etnia como un 

instrumento de construcción nacional, “las naciones se habrían creado mediante la transformación de 

los grupos étnicos en entidades multiétnicas con una conciencia política de su unidad o por la unión de 

diferentes grupos étnicos dando lugar a un compuesto intercultural o a una cultura nacional 

homogénea, gracias a la acción del Estado.”66 Eso implica la inclusión de todos los individuos y los 

grupos de los que forman parte en un manto territorial que goza de soberanía y que se denomina 

Estado, que permite el reconocimiento de todos como iguales con el factor de inclusión de que todos 

son hombres con personalidad jurídica iguales en derechos. 

 

 El constructivismo busca entender la emergencia de tales distinciones, concibiéndolas como 

parte de la realidad social, y no meras maniobras o esencias Las distinciones étnico-culturales no se 

deben al aislamiento o falta de movilidad y contacto, sino a procesos sociales de exclusión e 

incorporación. “La etnicidad es un fenómeno que participa de la construcción de la realidad social y 

que al mismo tiempo es resultado, en su forma cristalizada, de ese mismo proceso de construcción 

social”67. 

 

 La exclusión es un concepto que permite la comprensión de mayores dimensiones de la 

pobreza, social, económica, política, cultural – y lo entendemos como privación o ausencia de 

capacidades. Si se pierde capacidades o ventajas (o si nunca se han logrado) por una situación de 

deprivación, la persona, la familia, el grupo social, etc. es considerado como excluido de oportunidades 

reales que pueden estar disfrutando otras personas o grupos. Un ejemplo claro es el de la relación entre 

exclusión y ciudadanía, o “ejercicio de derechos y deberes ciudadanos”. Se considera que alguien es 

ciudadano por un requisito formal 

 

 El tema de la exclusión no es nuevo, pues sus antecedentes se encuentran en los enfoques de 

marginalidad social. Sin embargo, el tema de la exclusión trasciende porque apunta a nuevas 

dimensiones: género, empleo, diversidad cultural, relaciones financieras, acceso al desarrollo de 

capacidades productivas, etc. 
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¿Por qué los países varían en su grado de desigualdad? La respuesta a esta pregunta ha 

provenido, generalmente, de la literatura económica sobre crecimiento y distribución. Algunos 

economistas enfatizaron el vínculo desde el producto a la distribución, y otros de la distribución al 

crecimiento. Sin embargo, estos vínculos tienen un defecto teórico; producción y distribución son 

variables endógenas en las conocidas teorías del equilibrio general (neoclásica, clásica y keynesiana).  

 

 Aun si estas hipótesis pudieran ser generadas por un sistema teórico, la evidencia empírica es 

estadísticamente débil. Un artículo de Furman y Stiglitz muestra que hay muy poca evidencia sobre la 

relación estadística entre desigualdad y crecimiento (o niveles de ingreso), ya sea de datos de series 

cronológicas o información cruzada. Su conclusión se basa fundamentalmente en un nuevo conjunto 

internacional de datos compilados por el Banco Mundial, al cual caracterizan como el más 

comprensivo y más cuidadosamente construido  

 

 Algunos países “nacieron” con más desigualdad, más heterogéneos que otros. Las teorías 

comunes han hecho abstracción de este factor. Estas teorías han asumido sociedades donde todos los 

individuos son homogéneos en todo aspecto, excepto en su dotación de activos económicos. Ningún 

otro bien puede existir en la economía.  

 

 En una democracia capitalista. Las personas están dotadas de tres tipos de activos: económicos, 

políticos y culturales. Los activos económicos incluyen diversas formas del capital: físicas, financieras 

y humanas. Las formas física y financiera del capital están altamente concentradas en un grupo social, 

los capitalistas. Los activos políticos se definen como la capacidad para ejercer derechos. 

 

 De aquí se sigue que la ciudadanía es un activo político, el que da lugar a derechos y 

obligaciones. Debido a la desigualdad en la distribución de activos políticos, en la sociedad se crea una 

jerarquía de ciudadanos. Y como consecuencia, los grupos ubicados en los niveles más bajos de la 

jerarquía tienen un acceso relativamente limitado a los derechos económicos establecidos por la 

sociedad. Los derechos económicos toman la forma de bienes públicos, tales como educación, servicios 

de salud y sistemas de seguridad social. 

 

 Para culminar con el tema étnico es necesario sugerir breves reflexiones obre el caso boliviano 

la esclavización de la población étnica original, y desintegración de las civilizaciones indígenas, sus 

lenguajes y sus identidades culturales. Cuando los pueblos indígenas fueron integrados a la economía 

nacional esto se dio en la forma de minifundistas comunales o de campesinos dependientes, empleados en 

los enormes  latifundios de las tierras y de minas,  un vigoroso sistema de segregación se ha desarrollado, 

basado en una estratificación complicada de clase, raza y etnicidad.  

 

 La estructura política basada en la economía y la sociedad ex-coloniales, y básicamente inalterada 

hasta los años de la revolución, han sido económicamente tipificados como el auge de la oligarquía 

mestiza. 

 

 Posterior a la revolución del 52 se inicia un proceso democratizador de redistribución de medios de 

producción que no fue suficiente para acreditar un periodo de inclusión de grupos étnicos, denominados 

pueblos indígenas que tuvo con producto una crisis política permanente, generada por la 

instrumentalización de etnias de un lado y por otro de instrumentalización de clase de perpetuación 

dominante. 

 



 

 

 Situación que no merece un camino distinto que el de la inclusión de los grupos étnicos en un 

plano de igualdad y en algunos de desigualdad positiva para poder remontar  la historia adversa de 

exclusión, donde el Derecho, puede ser un eje armonizador de posturas contrarias, teniendo en cuenta que 

la función del Derecho es proveer estabilidad, seguridad y orden y por tanto, la conciencia multiétnica de 

que existe un sistema legal que debe ser respetado. 

 

 Respeto que debe presentarse a partir de una concientización de que entra en el campo jurídico; y 

por tanto de cuales son los elementos armonizadores de aquel compendio normativo con principios como 

la libertad, la igualdad y la justicia, con mecanismos de realización propios.  

 

 Los procesos de integración y exclusión social están estrechamente ligados a lo que suceda en el 

plano del desarrollo. Cuando las sociedades pasan por etapas de crecimiento, predominan los procesos 

de integración, la exclusión disminuye, aumentan las oportunidades para todos y se aceleran las 

dinámicas de movilidad social ascendente. Al contrario, cuando las sociedades viven procesos de 

estancamiento, se produce un aumento de la exclusión y la movilidad social se detiene, iniciándose un 

proceso descendente.  

 La exclusión social afecta de forma especial a determinados colectivos entre los que se 

encuentra un sector de la juventud. El hecho de que la exclusión social sea un factor multidimensional 

dificulta la articulación de respuestas. Sin embargo, la necesidad de prever políticas dentro de un 

modelo de desarrollo social debe suponer una de nuestras tareas prioritarias para tratar de luchar contra 

este fenómeno. 

 

 La exclusión, como la participación, reviste múltiples facetas, pudiendo concretarse en la falta 

de acceso a bienes y servicios, tanto públicos como privados; a los mercados de trabajo; a la protección 

y condiciones satisfactorias en el empleo; a la tierra y otros bienes de producción y a gran número de 

derechos humanos, entre ellos los de organización, seguridad, dignidad e identidad. La exclusión 

comprende la mayoría de los aspectos de la pobreza, pero también implica cuestiones más amplias de 

participación en la sociedad y en el desarrollo. 

 

  



 

 

Capítulo II 

 

La percepción de la jurisdicción en el municipio de Sucre 

 

2.1 La percepción sobre la jurisdicción y la accesibilidad en el municipio de Sucre 

 

De las técnicas investigativas realizadas hemos llegado a varias conclusiones, primero se ha concluido 

que el 30 % de la población ha llegado a un proceso judicial, esto implica que un 70 % no, así mismo 

tenemos que un 33% de la población ha sentido la necesidad de acudir a la justicia para tener que 

solucionar su problema, de ese 33% el 20 % no acudió a la justicia, en base a las siguientes causas: 

 

Grafico 1 Motivo para no acudir al juez 

 

 
 

De este cuadro podemos concluir los siguientes elementos: 

 

La afirmación “la justicia es para los que tienen plata” implica más que un tema simplemente 

económico un problema de percepción del sistema judicial, como un sistema cerrado en el cual los 

actores pueden ser únicamente aquellas personas que tienen la posibilidad de entrar en el campo de la 

justicia, situación diferencial que comparamos con las lógicas de accesibilidad al campo político 

descritas por Pierre Bordieau en el anterior capítulo, además de eso implica un total descrédito de la 

toma de decisiones por parte de los actores del sistema judicial, ya que con esta visión favorecen a los 

que tiene mayores recursos económicos, situación que por la estructura de mercado de los agentes de 

intermediación al sistema judicial, además de los casos de corrupción detectados, dan una imagen de un 

sistema judicial comprado, y al que sólo se puede acceder con muchos recursos económicos. 
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2.1.1  Desconocimiento de derechos y desconfianza judicial 

 

La segunda afirmación “no sabía lo que tenía que hacer” que se encuentra como causal de 

inaccesibilidad a la justicia, conlleva un desconocimiento de derechos y de los mecanismos protectivos 

a estos, esto se corrobora en que un 35 % de la población no conoce sus derechos y un 33% no sabe 

cómo hacerlos respetar, ahora bien entre la gente que afirma que sabe cómo hacer respetar sus derechos 

tenemos que el 36 %  afirma que para hacer respetar sus derechos debe acudir a un abogado, el 22 % a 

un representante de su junta vecinal, comunidad, etc, el 18 %  por mano propia, y un 16 % a un juez, 

esto nos deja como conclusión de que hay un grupo importante en el municipio que no conoce sus 

derechos ni los mecanismos de protección para hacerlos respetar, y dentro del grupo que afirma que 

conoce sus derechos, tenemos que éste grupo tiene una visión mayoritariamente intermediaria para 

hacer respetar sus derechos es decir a través de los abogados, representantes de su comunidad, y 

después de esta visión intermediara de la protección de los derechos la postura va a una suerte de 

“justicia directa”, la cual necesariamente debe tomarse a través de medidas de hecho. Esta situación es 

compleja ya que refleja que la gente no conoce cuales sus derechos cuales sus mecanismos de 

protección y tiene como agente de intermediación un grupo de profesionales que operan con una lógica 

de mercado, que vincula esta segunda causa social de inaccesibilidad con la primera; es decir tenemos 

que la desconfianza en el sistema judicial, va fuertemente arraigada con el desconocimiento de los 

derechos. Tan es evidente esta situación que dentro de las causales de inaccesibilidad vemos que la 

desconfianza es tan latente que el 16 % de la población no confía en los abogados y el 14 % no confía 

en los jueces, es decir el 30 % manifiesta expresamente que no acudieron por desconfianza en el 

sistema judicial.  

 

 

2.1.2 Costos judiciales  

 

Si se hace un análisis económico de los costos judiciales y lo que ellos representan para la población 

promedio en el municipio de Sucre tenemos que considerar que  

 

Grafico 2 Ingreso mensual en bolivianos 
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Esto implica que el 51% de la población tiene un ingreso promedio mensual inferior a los 500 

Bs, con lo cual sería incomprensible, pedir que ellos hagan un gasto de 1000 Bs. Para cubrir el costo de 

un proceso judicial, no obstante este trabajo no incidirá en la parte económica, ya que sólo pretende 

dejar el tema en discusión, ya que el centro del presente trabajo radica en consideraciones de tipo 

social, no obstante es necesario conocer el informe 68  

 

La incidencia del presupuesto para justicia en la gestión 2004 frente al Presupuesto General de 

la Nación alcanzaba el 0.84%. El 64.21% del Presupuesto General de la Nación es asignado a la 

Administración Central que comprende los tres poderes del Estado. De este porcentaje, el 62% es 

absorbido por el Ejecutivo y el Poder Judicial no alcanza ni siquiera el 1% de ese presupuesto. 

 

La Comisión considera que estas cifras son preocupantes pues reflejan que la solución de los 

problemas que aquejan a la administración de justicia en Bolivia no constituye una prioridad que se vea 

materializada en medidas específicas que incluyan las asignaciones presupuestarias correspondientes. 

Esta situación requiere la adopción de medidas prontas, pues sus efectos se ven reflejados diariamente 

en las escasas perspectivas de justicia de toda la población boliviana. 

 

La Comisión observó con profunda preocupación la escasa presencia de operadores del Poder 

Judicial y del Ministerio Público en el territorio nacional. Se tomó conocimiento de las siguientes cifras 

en cuanto a la presencia física de diversas instituciones a nivel municipal. 

 

De los 327 municipios de Bolivia tan sólo 180, es decir el 55%, cuenta con algún juez; tan sólo 

76, es decir el 23%, cuenta con algún fiscal; y tan sólo 11, es decir el 3%, cuenta con algún defensor 

público. No obstante la creación de la jurisdicción agraria como el mecanismo judicial para solucionar 

las controversias relacionadas con la tierra, tan sólo en 43 municipios hay presencia de estos jueces. 

 

Las anteriores cifras en cuanto a los operadores judiciales se encuentran desagregadas de la 

siguiente manera a nivel departamental: en Chuquisaca hay 28 municipios, de los cuales en 9 hay 

presencia de autoridades judiciales; en La Paz hay 80 municipios de los cuales en 56 hay presencia de 

autoridades judiciales; en Cochabamba hay 44 municipios de los cuales en 22 hay presencia de 

autoridades judiciales; en Oruro hay 35 municipios de los cuales en 21 hay presencia de autoridades 

judiciales; en Potosí hay 38 municipios de los cuales en 17 hay presencia de autoridades judiciales; en 

Tarija hay 11 municipios de los cuales en 3 hay presencia de autoridades judiciales; en Santa Cruz hay 

56 municipios de los cuales en 33 hay presencia de autoridades judiciales; en Beni hay 19 municipios 

de los cuales en 10 hay presencia de autoridades judiciales; y en Pando hay 15 municipios de los cuales 

en 12 hay presencia de autoridades judiciales. 
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La Comisión resalta que en los últimos dos años el Consejo de la Judicatura ha adoptado 

algunas medidas tales como la creación de 54 nuevos juzgados, 25 en capitales y en El Alto, y 29 en 

provincias27. Sin embargo, aunque ello implicó un aumento más o menos significativo del número de 

juzgados, la cobertura sigue siendo muy limitada. En efecto, la relación de la presencia física de 

operadores de justicia frente a la población era, al 2003, de 12.405 habitantes por juzgado28. En similar 

sentido, un informe reciente sobre acceso a la justicia, determinó que en Bolivia hay 10.5 jueces por 

cada 100.000 habitantes, con amplias diferencias según el sector de que se trate. Por ejemplo, en la 

zona de El Alto hay un juez para cada 30.000 habitantes y a título de ejemplo, 2 jueces de familia por 

cada millón de personas, mientras que en Santa Cruz hay un juez para cada 16.000. 

 

En adición a la grave situación en cuanto a la presencia física de los operadores judiciales, la 

Comisión tomó conocimiento de que en las zonas en las que sí hay alguna autoridad, hay una falta de 

información casi generalizada de la ciudadanía en cuanto a los servicios que se ofrecen30. Asimismo se 

recibió información sobre la deficiente distribución de los funcionarios con relación a los tipos de 

conflictos más comunes31, pues no se siguen criterios técnicos de distribución eficiente de recursos. 

 

Las cifras esbozadas son alarmantes en tanto reflejan una situación endémica de falta de 

cobertura de la administración de justicia, lo que genera la exclusión de ciertos sectores de la sociedad 

de toda posibilidad de acceder a la justicia, especialmente en zonas rurales en situación de extrema 

pobreza, habitadas en su mayoría por pueblos indígenas y comunidades campesinas. 

 

La Comisión recuerda al Estado boliviano que de conformidad con el artículo 25 de la 

Convención Americana, uno de los derechos humanos que debe garantizar se refiere a la protección 

judicial que implica que todas las personas deben tener la posibilidad de acudir a las instancias 

judiciales y obtener de ellas una respuesta a su reclamo dentro de las garantías del debido proceso 

establecidas a su vez en el artículo 8 del mismo instrumento. Este derecho supone la existencia de un 

sistema judicial que cubra en la mayor medida posible el territorio del Estado de conformidad con los 

censos poblacionales. Aunque la Comisión reconoce que la cobertura judicial total es una tarea 

compleja que requiere un gran esfuerzo presupuestario, deben implementarse todas las medidas al 

alcance de un Estado para lograrla. En el marco de la obligación del Estado de garantizar el acceso a la 

justicia de todas las personas sujetas a su jurisdicción, no es aceptable la inexistencia de jueces en más 

de la mitad de los municipios. 

 

Además de las dificultades identificadas en cuanto al acceso a la justicia en términos generales, 

la Comisión tomó conocimiento de situaciones que revisten mayor especificidad y que han venido 

afectando a ciertos sectores de la sociedad como mujeres, niños, niñas, pueblos indígenas y 

comunidades campesinas. Estos aspectos serán detallados en cada 

 

2.2 Modelos de Políticas públicas para mejorar el acceso a la jurisdicción 

 

En atención a los trabajos que viene realizando la Fundación Forja en torno a las políticas públicas, se 

ha decidido tomar en consideración dos modelos ponderados en el trabajo: Acceso a la justicia: 

ralidades, tendencias y propuestas de la ONG forja.   

 

  



 

 

2.2.1 La Propuesta “Reconstruire La Justice” en  Francia 

 

Entre los años 2002 y 2005, una Comisión de Expertos Juristas pluricompuesta por magistrados, 

abogados, académicos, líderes ciudadanos, trabajó en preparación a la Convención de la 6ª República 

en Francia69. Las 110 propuestas formuladas tienen un mismo objetivo y un mismo ideal: “reponer al 

ciudadano(a) al centro del sistema de justicia y reconciliar a la justicia con la población”. 

 

El diagnóstico y las propuestas constatan y avanzan condicionantes y problemáticas similares a 

las ya presentadas y comentadas en relación con nuestra Región: el 65% de los franceses no confían en 

la justicia y más de la mitad alega que ella y sus operadores actúan con parcialidad a favor de los más 

poderosos. Que los asuntos criminales y la justicia penal que concitan la gran atención y la mayor 

parte del presupuesto del sector justicia no representan sino que una mínima cifra (no más del 15%) de 

los asuntos sometidos a los tribunales, y entre esta minoría, sólo el 5% de las denuncias, es materia de 

investigación y proceso. Que la justicia para los franceses es sobre todo aquella que se refiere al 

conocimiento y solución de asuntos de la familia, a arriendos, a los negocios y al comercio, a los 

derechos laborales, a los asuntos locales y vecinales… “Reponer a la ciudadanía, a las justiciables al 

centro de las preocupaciones de la institución judicial es darle toda la atención necesaria para resolver 

el conflicto que le preocupa en un tiempo razonable y con una calidad de escucha y atención 

satisfactoria. ¿Cómo hacer esta revolución en la cultura y en la práctica? Facilitando para cada 

ciudadano – justiciable el Acceso a la Justicia, el Acceso a los Derechos, y el Acceso a las Pruebas”70. 

“Entre las 110 proposiciones, identificamos aquellas que tienen mayor relación con el Acceso a la 

Justicia: 

 

- Aumentar las audiencias y atenciones en terreno (fuera de los tribunales); 

- Implementación en cada jurisdicción de oficinas de recepción y orientación jurídica; 

- Desarrollar mayormente el sistema de mediación y el arbitraje; 

- Aumentar el mínimo calificable para la ayuda legal; 

- Incorporar el sistema de presupuestos evaluativos y no limitativos para los gastos de justicia y de 

ayuda legal; 

- Reducir – en algunos casos suprimir – las tasas de impuestos aplicados a los servicios jurídicos y 

judiciales para los particulares; 

- Crear un verdadero servicio público de defensa jurídica (Defensoría del Ciudadano); 

- Hacer que las normas de derecho sean más accesibles y comprensibles; 

- Enseñar el derecho en los colegios y liceos; 

- Desarrollar las actividades de Casas del Derecho y de la Justicia; 

                                                 
69 Reconstruire la Justice – Matthieu Boissavy – Thomas Clay – Edit. Odile Jacob – 248 páginas – Paris – 2006. 
70 Página 29, obra citada “Reconstruire la Justice”. “La Justicia es como la Virgen Santa: si no la vemos de tiempo en 

tiempo, la duda de su existencia se nos instala” 



 

 

- Informar a los ciudadanos sobre las decisiones judiciales, las vías de recursos y los plazos y 

modalidades para ejercerlos; 

- Aumento del número de asistentes y técnicos jurídicos en los tribunales; 

- Consideración para la evaluación de cada tribunal y jurisdicción de la calidad del servicio 

prestado; 

- Implementación de una Carta de Calidad e instalación de Comités de Evaluación de la gestión con 

la participación de la ciudadanía; 

- Obligación de cada Tribunal Penal de acusar recepción de toda denuncia de hecho delictual y a dar 

una respuesta argumentada dentro de los dos meses”. 

 

2.2.2 El acuerdo nacional por la justicia en  Perú 

 

Entre los años 2003 y 2004 en diferentes regiones y a través de Audiencias y Reuniones Técnicas, que 

convocaron a jueces, fiscales, autoridades y representantes de organizaciones de la Sociedad Civil, se 

acordaron los Compromisos Regionales por el Cambio en la Justicia y se suscribió finalmente el 

Acuerdo Nacional por la Justicia que fijó las Políticas de Estado para el cambio en el Poder Judicial del 

Perú71. Entre las 9 Políticas de Estado que se incluyen con propuestas, fundamentación y lineamientos 

operativos concretos, retenemos aquí la “2. Acceso a la Justicia, como un derecho humano y condición 

indispensable para la realización de todos los demás derechos humanos. Como fundamental para la 

convivencia social y el desenvolvimiento económico del país, y para mejorar las condiciones de 

gobernabilidad, y priorizando los siguientes objetivos: 

 

- Incorporar el uso de mecanismos legales dentro de los programas y proyectos en desarrollo; 

- Ampliar sustancialmente la disponibilidad de medios alternativos de resolución de conflictos 

destinados particularmente a los pobres, socialmente excluidos y discriminados; 

- Fortalecer la justicia de paz y crear mecanismos para resolver disputas patrimoniales de bajo monto 

y 

- Otorgar a las Facultades de Derecho protagonismo en las estrategias y programas de Acceso a la 

Justicia. 

 

El Acceso a la Justicia implica la existencia de recursos informativos, profesionales, 

normativos, de procedimiento y materiales disponibles para todos en forma pronta, expedita y eficaz, 

en concordancia con sus posibilidades económico culturales”. 

 

  

                                                 
71 Acuerdo Nacional por la Justicia – ANJ… Todos de Acuerdo! Documento y Recomendaciones para el Cumplimiento del 

Acuerdo Nacional de Justicia; 34 páginas – Lima – Abril 2004. 



 

 

El Acuerdo Nacional por la Justicia en lo relativo a Acceso a la Justicia, se propuso 11 

lineamientos operativos, para darle concreción y efectividad a los objetivos definidos, entre los que nos 

interesa destacar el establecimiento del Sistema Nacional de Defensa Legal para Todos, constituido a 

partir del desarrollo de espacios de concertación entre Facultades de Derecho, Colegios de Abogados, 

ONG’s, Policías y Gobiernos Locales, así como de las instancias públicas que proveen servicios de 

defensa legal. 

 

Entre las Políticas de Estado para el Cambio en la Justicia, la “7. Modernización de áreas 

prioritarias de la Justicia”, señala que, “el Estado, el Poder Judicial y la Sociedad Civil, promoverán: 

 

- La reforma del sistema penal, para la instauración de un nuevo modelo procesal acusatorio 

garantista; 

- Mayor atención al sistema de justicia penal juvenil; 

- La constitución de una justicia especializada en derechos humanos; 

- La protección adecuada de las víctimas de delitos; 

- La revalorización de la justicia de paz; 

- El fortalecimiento de la justicia civil, especialmente en el ámbito de familia, financiero – comercial 

y económico”. 

 

El Acuerdo Nacional por la Justicia, incluyó también como Política de Estado para el cambio 

estructural de la Justicia (punto 8), “La Enseñanza del Derecho y la Formación del Magistrado” y  en 

su fundamentación y propuestas señala “que la enseñanza del derecho debe preparar para el análisis 

crítico y creativo de la ley que vincula a ésta con su entorno social, y a la negociación como medio de 

resolución de conflictos. Las Facultades y Escuelas de Derecho como espacios para el desarrollo de 

capacidades profesionales para el servicio a la sociedad, el mejoramiento de la capacitación y 

formación de los profesionales para la carrera judicial especialmente en las provincias alejadas del país 

y se coincide con la necesidad de una respuesta conjunta – alianza estratégica – entre el Estado, el 

Poder Judicial y las Universidades” 

 

  



 

 

3.1 Caso de análisis sobre la pugna entre justicia occidental (ordinaria) y justicia aymara 

(comunitaria) 

 

Es indudable que el tema del acceso a la jurisdicción en el contexto boliviano, no puede prescindir del  

análisis pluricultural por el lugar en el que vivimos para lo cual se analizará  este aspecto de la 

administración de justicia72 en un caso concreto, pero que adquiere alcances generales y hasta 

abstractos cuando en realidad lo que se debatirá es qué justicia para los “originarios”73. Es decir, se 

plantea un  problema que tiene  incidencias políticas e históricas, puesto que mas allá del caso que se 

expondrá se pretende conciliar un choque cultural entre lo “originario” y lo occidental, lo formal y lo 

informal, lo oficial y lo extraoficial, lo predominante y lo relegado políticamente (desde el punto de 

vista estatal); lo legítimo y lo ilegítimo, lo occidental (“ordinario”) y lo aymara (“comunitario”). 

 

En una comunidad X74 (de raíces en los Señoríos Aymaras) en la fiesta de Semana Santa en 

horas de la noche, un hombre joven miembro de la comunidad A, intentó violar a una mujer de 19 años 

miembro de la comunidad B, por lo que la agredida, en posesión de un cuchillo, previa advertencia  lo 

utilizó contra el agresor generando varios cortes en las manos. Lamentablemente el joven en estado de 

embriaguez no tuvo la oportunidad de acudir a un centro de salud, ya ni él ni sus acompañantes, 

inconcientes por el alcohol, dimensionaron adecuadamente la gravedad de lo sucedido, por lo que 

murió desangrado.  

 

Varios dirigentes de ambas comunidades se enteraron del problema pero en virtud a un 

principio de subsidiariedad (tácito) dejaron en manos de la familia afectada75 y la del agresor la 

resolución del mismo, por lo cual las familias se reunieron y llegaron a un acuerdo, luego de determinar 

que no existió “culpa”76 de la agresora por haber actuado  en defensa propia, por lo que la familia de la 

agresora se comprometió a pagar 12000 Bolivianos, para gastos mortuorios. Este acuerdo fue ratificado 

por el Corregidor a través de un “Acta de buena conducta”, con los mismos argumentos esgrimidos por 

las familias conciliadoras. 

 

  

                                                 
72 Se hace referencia al valor justicia en perjuicio de la utilización del termino occidental de jurisdicción, que es mas 

apropiado cuando se discute la activación de órganos “institucionales” de resolución conflictiva, puesto que toda la 

discusión se realizará en un ámbito de relativismo cultural y por tanto se imputará el término justicia a la estructura orgánica 

institucional destinada a resolver los problemas a partir de paradigmas culturales propios de cada cultura.  
73 El excesivo uso de las comillas refleja la debilidad conceptual de las categorías que la ciencia del Derecho occidental ha 

generado sobre la discusión entre persecución penal estatal y “originaria”, y yendo un poco mas allá la debilidad académica 

de la Teoría del Derecho para responder en cuanto a la eficiencia, eficacia y validez del sistema jurídico en sectores 

satelitales intraestatales, en los que la soberanía y legitimidad del Estado para decir Derecho puede ser ampliamente 

cuestionada.   
74 El ejercicio hubiera sido de gran riqueza intelectual si podría haberse hecho con un trabajo de campo adecuado, 

lamentablemente por razones de tiempo y espacio, se acude al libro La Justicia Comunitaria en los Pueblos Originarios de 

Bolivia editado por el Instituto de la Judicatura de Bolivia (2004), el mismo que presenta reflexiones muy pobres sobre la 

“Justicia Comunitaria”, pero del cual se extrae el caso concreto, conflictivo, (págs. 28 a 31) que será el objeto de estudio y 

el pie de reflexiones en el presente trabajo.    
75 Al estilo del Derecho Germano Antiguo (ver Julio Maier, Derecho Procesal Penal Argentino, Temis, 2000)  
76 Desde el punto de vista de la “justicia formal” es sencillo determinar que si existió “culpabilidad” de la agresora.   



 

 

El conflicto antes mencionado se “resolvió” de esa manera, no obstante, cuando el tema quedó 

archivado en la conciencia de las familias y la comunidad, un Fiscal de Materia arribó a la Comunidad 

B para aprehender a la agresora por el delito de homicidio culposo y fue conducida a oficinas del 

Ministerio Público del departamento de Cochabamba77. 

 

Ante esta aprehensión la Comunidad entera manifestó su reprobación y las familias en 

particular decidieron negar la posibilidad de que el problema continúe, ya que lo consideraban 

solucionado, por lo que incluso trataron de agredir al representante del Ministerio Público y se negaron 

a contribuir en la “averiguación de la verdad histórica”78. 

Previamente a sugerir una posible solución a este problema hay varias interrogantes que debemos 

plantearnos 1. ¿El tema de la muerte del joven fue solucionado con el “Acta de buena conducta”, 

emitida por el Corregidor? 2. ¿Es legítima la competencia que asume el Ministerio Público y los 

órganos de persecución penal del sistema oficial? 3. ¿Reconocer el fallo inconstitucional e ilegal de la 

“justicia comunitaria” es reconocer que la soberanía del  Estado no abarca a las comunidades 

indígenas? 4. ¿La cultura predominante  (aquella de la justicia “oficial”) tiene potestad de cuestionar 

los patrones culturales de las culturales minoritarias (aquellas de la “justicia comunitaria)?  

 

¿El tema de la muerte del joven fue solucionado con el “Acta de buena conducta”, emitida por el 

Corregidor? 

 

Las comunidades “institucionalmente” decidieron remitir como primera instancia de resolución 

conflictiva el problema a las familias de la agresora y del agredido, el acuerdo que surgió de la reunión 

satisfizo las exigencias comunitarias, al ser el representante legítimamente instituido, Corregidor, quien 

refrendó el acuerdo conciliatorio, por lo que bajo esa óptica el problema quedó plenamente resuelto. No 

obstante, desde una óptica “oficial”, el acuerdo es totalmente inconstitucional e ilegal79, por que 

                                                 
77 La construcción de la idea de la participación del Ministerio Público y de los operadores de justicia oficial es propio al 

haber concluido el caso expuesto en el libro La Justicia Comunitaria en los Pueblos Originarios de Bolivia (págs. 28 a 31) 

con el “acta de buena conducta” emitida por el Corregidor.  
78 Frase generado por el sistema procesal penal acusatorio, que valoriza el derecho a un debido proceso de todo aquél a 

quien se sindica la comisión de un delito, ésta figura surgió como respuesta al sistema de “verdad forzada” que generó el 

modelo procesal inquisitivo, producto histórico de la Inquisición medieval española. 
79 La Constitución Política del Estado reconoce a la justicia “comunitaria” siempre y cunado no vulnere la Constitución y 

las leyes, lo que en los hechos significa desconocerla, ya que por definición es imposible que un sistema jurídico se sobre 

ponga a otro sin desvirtuarlo totalmente, ya se negaría la posibilidad de la independencia, coherencia y eficacia, así el art. 

171. III de la CPE determina: “Las autoridades naturales de las comunidades indígenas y campesinas podrán ejercer 

funciones de administración y aplicación de normas propias como solución alternativa de conflictos, en conformidad a sus 

costumbres y procedimientos, siempre que no sean contrarias a esta Constitución y las leyes. La Ley compatibilizará estas 

funciones con las atribuciones de los Poderes del Estado.” también el art. 28 del Código de Procedimiento Penal (CPP) 

determina la extinción de la acción penal “…cuando el delito o la falta se cometa dentro de una comunidad indígena y 

campesina por uno de sus miembros en contra de otro y sus autoridades naturales hayan resuelto el conflicto conforme a su 

Derecho Consuetudinario Indígena, siempre que dicha resolución no sea contraria a los derechos fundamentales y garantías 

de las personas”. Dentro de lo mismo se tiene que el art. 3 de la Ley de Arbitraje y Conciliación (LAC) excluye de la 

conciliación los derechos no transaccionales que afecten el interés público, así: “Pueden someterse a arbitraje las 

controversias surgidas o que puedan surgir de relaciones jurídicas contractuales o extracontractuales de las partes, mediante 

el ejercicio de su libre arbitrio sobre derechos disponibles y que no afecten al orden público, antes, en el transcurso o 

después de intentado un proceso judicial, cualquiera fuere el estado de éste, extinguiéndolo o evitando el que podría 

promoverse”. Finalmente el Código de Procedimiento Penal determina la naturaleza de la acción penal en casos de 

homicidio, y conmina a su conocimiento y juzgamiento al Ministerio Público así el art. 20 en la parte de “Los demás delitos 

son de acción pública.” determina la naturaleza pública del delito de homicidio culposo al no estar en las enumeraciones de 

los arts. 19 y 20 del CPP; y el art. 21 en la parte de “La Fiscalía tendrá la obligación de ejercer la acción penal pública en 

todos los casos que sea procedente” 

 



 

 

contraviene varias normas jurídicas del Derecho “oficial”,  que instituyen la obligación del Ministerio 

Público de conocer delitos de acción pública inexcusablemente como el caso de el homicidio, y niegan 

la posibilidad de una conciliación “comunitaria” sobre derechos no transaccionales (como el caso del 

derecho a la vida). Entonces a esta primera interrogante tenemos dos respuestas, una de la justicia  

“comunitaria” y otra de la “oficial”, en la primera el asunto se solucionó con un acuerdo y en la 

segunda se realizará la acción penal para buscar una sanción.   

 

¿Es legítima la competencia que asume el Ministerio Público y los órganos de persecución penal 

del sistema oficial? 

 

El Ministerio Público y los otros órganos oficiales de persecución penal tienen alcances “nacionales” es 

decir abarcan todo el territorio estatal, por cuestiones de soberanía y uso de la fuerza “legítima” del 

Estado, no obstante, más allá de una delimitación territorial de la competencia, que es muy sencilla, el 

presente problema se genera en un falso e incongruente discurso constitucional de: “…se reconoce la 

justicia como solución alternativa de conflictos, en conformidad a sus costumbres y procedimientos, 

siempre que no sean contrarias a esta Constitución y las leyes”. Esto en los hechos significa 

directamente que no se reconoce ningún tipo de justicia comunitaria, puesto que la frase “la 

Constitución y las leyes” no implican simplemente normas jurídicas sueltas, sino esa frase hace 

referencia a la totalidad del sistema jurídico “oficial” boliviano, con una Constitución que pretende 

orientar el ordenamiento jurídico (coherencia) y las miles de leyes y decretos que pretenden no dejar 

vacíos legales  (completitud) determinando una estructura orgánica propia (independencia), lo que hace 

imposible que subsista un subsistema jurídico independiente “originario” que no contradiga al sistema 

oficial, este lamentable discurso constitucional fue matizado por el Código de Procedimiento Penal 

para determinar en un intento de reconocimiento de la “justicia originaria” que el límite que tiene ésta 

son los derechos y garantías constitucionales de las personas, lo cual en los hechos continua 

constituyendo un discurso lamentable, puesto que como se sabe dentro de un sistema normativo existen 

normas jurídicas que se constituyen en primordiales y fundamentadoras de la lógica interna del sistema, 

el caso típico de los derechos y garantías constitucionales, por lo que el límite continúa siendo en los 

hechos un desconocimiento de la “justicia originaria”. 

 

Por lo señalado se determina que esta interrogante también tiene dos opciones de respuesta una 

de lo “oficial” que determina que el Ministerio Público y los otros órganos de persecución penal sí 

tienen competencia para cuestionar lo decidido en la comunidad; y la otra de la propia “comunidad” 

que determina  que ese conflicto ya fue para ellos solucionado, archivado en la conciencia colectiva de 

la comunidad. 

 

  



 

 

¿Reconocer el fallo inconstitucional e ilegal de la “justicia comunitaria” es reconocer que la 

soberanía del  Estado no abarca a las comunidades indígenas? 

  

La soberanía en un Estado se delega a los órganos constituidos  para que la ejerzan, en el Derecho 

Constitucional “oficial” esos órganos constituidos son los institucionalmente reconocidos a través de la 

Constitución Política del Estado, lo que elimina del esquema a cualquier órgano de justicia comunitaria 

como depositario de la soberanía popular, en términos jurídicos es sencillo de determinar que los 

órganos competentes para el juzgamiento son los constitucionalmente reconocidos y con los 

procedimientos judiciales occidentales reconocidos “formalmente”, no obstante, de aquello como ya se 

señaló sobre el falaz discurso del “…reconocimiento de la justicia constitucional” existe un total 

desconocimiento de la justicia “comunitaria” de su sistema jurídico (independiente, coherente y 

completo) de la eficacia de sus normas jurídicas, procedimientos y autoridades “judiciales”, por lo que 

el Estado debe asumir una postura definitiva o reconoce un sistema jurídico propiamente dicho o lo 

desconoce, por que el discurso a medias, servirá solamente para generar conflictos jurídicos y 

culturales como este; así decía que en términos jurídicos occidentales la respuesta es sencilla el fallo es 

inconstitucional e ilegal es imposible reconocerlo, atenta los derechos y garantías constitucionales, por 

que se legitimó un homicidio sin un proceso legal, justo y equitativo resguardando los derechos de la 

familia de la víctima y de toda la sociedad (a la garantía de la eficacia investigativa y persecución penal 

como factor institucional de control social con discurso punitivo), cohonestó la violación del derecho a 

la vida del ofendido y la ponderó con los gastos mortuorios. Pero por otra parte tenemos un tema 

político – cultural que no se puede eludir y es el de que no se puede borrar la existencia de 

organizaciones políticas con tradiciones milenarias, que subsistieron por la desatención de la 

“soberanía estatal”, con lo que se quiere decir que  desde mi punto de vista es totalmente válido 

reconocer ese fallo “antioccidental” y demandar la urgencia de un reconocimiento pleno de los sistemas 

jurídicos comunitarios por parte del Estado. 

  

¿La cultura predominante  (aquella de la justicia “oficial”) tiene potestad de cuestionar los 

patrones culturales de las culturales minoritarias (aquellas de la “justicia comunitaria)? 

 

Es muy necesario que en un Estado en construcción (o no) exista un respeto de patrones culturales, de 

todos los sectores, por lo que no es legítimo desde ningún punto de vista pensar que las asignaciones de 

valor occidentales a la primacía de los derechos y garantías constitucionales catalogados, tengan que 

estar por encima de las asignaciones de valor que hayan realizado los grupos “originarios”, por lo 

mismo no debe existir predominancia, de ninguno de los sistemas jurídicos, deben existir, mas bien, un 

reconocimiento expreso a su existencia, es la única manera de hablar de un verdadero estado 

intercultural, las sobre posiciones son un reflejo muy claro de etnocentrismo, y eso no es lo que se 

quiere.  

 

  



 

 

Capítulo III 

 

Políticas públicas de modificación de la percepción sobre la jurisdicción 

 

3.1 Generar una conciencia de los derechos para combatir la desconfianza judicial  

 

Lo que se pretende es relacionar el proceso de la socialización sobre el conocimiento de derechos y los 

medios legales para su protección con la perspectiva semiótica de la comunicación para modificar la 

percepción que se tiene de la jurisdicción; esto fundamentalmente debido a que no se puede concebir 

un modelo burocrático, perfecto, por lo que hacer una difusión de un Estado que administra justicia de 

manera perfecta sería erróneo y poco ético, ese es el motivo central por el cual lo correcto es difundir 

los derechos y mecanismos de protección, ya que eso es lo único que el Estado como tal puede 

garantizar en cuanto a su imagen de monopolizador del poder de ejercer jurisdicción en un territorio, 

por lo argumentos esgrimidos en el diagnóstico, para lo cual se pretende en una primera etapa describir 

de manera sucinta el mensaje que se desea transmitir, es decir cual es esa estructura legal de derechos y 

mecanismos de protección, y por otra parte en que medida el proceso d socialización puede constituirse 

en una herramienta válida de incidencia en la realidad normativa señalada, para luego revisar con 

mayor amplitud como a partir de la perspectiva semiótica puede realizarse el análisis de el proceso 

social de comunicación, buscando realizar criticas y cuestionamientos a partir de una realidad a 

describir. 

 

  Para lo cual empezaremos haciendo mención de lo que se entiende por socialización para las 

reflexiones en el presente trabajo por lo que decimos que  es un proceso mediante el cual el individuo 

es absorbido por la cultura de su sociedad e incorporado a ella como miembro constituyente suyo, así 

constituye “un aprendizaje; en su virtud el individuo aprende a adaptarse a sus grupos y a hacer suyas 

sus normas, imágenes y valores.” (Ginner, 2000: 87)   

 

  Este proceso “…dura toda la vida, pero es más fuerte durante la niñez y la adolescencia, porque 

se aprenden diferentes habilidades físicas, cognitivas y psicológicas que conforman la personalidad 

individual, pero que contienen innumerables características (culturales y de expresividad emocional) 

similares a los demás miembros de su comunidad social.  La gente continúa socializándose toda la vida, 

pero en forma decreciente en cuanto a la intensidad con que se asimila información del entorno.” 

(Austin, 2000: 50) 

 

Ahora bien debemos señalar algunos rasgos de lo que es la socialización a partir de una 

sistematización del trabajo de Ginner sobre el tema: 

  

a)  Modos de actuar de la Socialización. 

 

-     Anticipo y preparación del comportamiento.- Su función es preparar al individuo para un rol o para 

un conjunto de roles que serán interpretados en un tiempo por llegar, por ejemplo  el niño(a) en su 

relación con el padre aprende su rol y el de padre. 

 

-      Adquisición de información específica.- Esta información el niño la adquiere, pero que no podrá 

aplicar hasta alcanzar una edad apropiada. 

 



 

 

-    Aprendizaje de experiencias.- Estas son tanto generales como específicas, que no pueden utilizarse 

en la peculiar condición infantil, sino que intervendrán en el curso de la vida, cuando se presenten 

situaciones tales que hagan recurrir a dichas habilidades. 

 

b) Factores para la socialización 

 

-  Culturales y ambientales.- El hombre es considerado una tabula rasa, un ser maleable e influenciable 

por una serie de agentes de socialización y de factores ambientales tales como familia, grupo de 

coetáneos, escuela, medios de comunicación de masa, diversos grupos sociales, etc.  

 

- Naturales o biológicos.- Se detiene en el programa genético del hombre, se encuentra en  cada 

individuo el cual también se encuentra influenciado por las condiciones particulares.  

 

c) Esferas en la que transcurre la socialización 

 

- Actividad 

- Comunicación 

- Autoconciencia 

 

  Ahora bien, señalados algunos rasgos que retomaremos posteriormente sobre la socialización, 

corresponde hacer la sucinta referencia a lo que es el conocimiento de derechos y los mecanismos 

legales para hacerlos efectivos donde encontramos los principales agentes de Socialización, para la 

concientización del individuo sobre los órganos jurisdiccionales: la familia, la escuela, el Estado, y 

otros que no serán motivo de análisis. 

 

Lo que se debe socializar esencialmente es la credibilidad en el sistema judicial, y la manera 

institucionalizada por la cual deben de solucionarse los conflictos personales, haciendo que el individuo 

adquiera una calidad en su condición de ser humano, y de los derechos que le son inherentes a esa 

condición para que los pueda hacer respetar entendiendo el contenido de la estructura política que 

caracteriza al Estado donde el ciudadano vive, asimismo, la motivación histórica por defender las 

instituciones democráticas consolidadas, para lograr una convicción de lo que es el contexto que vive, y 

los derechos que son inherentes para si a y para los demás además de los mecanismos idóneos para 

hacerlos respetar. 

 

Los derechos a los que hacemos referencia son los Derechos Humanos, ya que estos 

fundamentan todos los derechos, los que pueden definirse como  un conjunto de libertades públicas que 

tienen todos los seres humanos, sin distinción de ninguna índole, que les permite luchar por alcanzar su 

fin trascendente en armonía de su dignidad, innata, con la de las otras personas, bajo el reconocimiento 

del derecho y con el respeto del poder político 

 

  



 

 

3.1.2 Transmisión de los derechos y sus mecanismos de protección  

 

Para lo cual usaremos principalmente la perspectiva semiótica, para analizar el tema de la transmisión 

de los derechos y sus mecanismos de protección, ya que como vimos anteriormente es una temática que 

debe abordarse desde la socialización y por tanto como producto cultural, para lo cual es de mayor 

utilidad la semiología como metodología aplicable. 

 

Para eso vamos a ir delineando algunas líneas conceptuales referentes a la semiología, así el 

signo lingüístico es para Sausere una unidad dividida en concepto-imagen acústica (huella psíquica o 

imagen sensorial) o significado-significante,80 para Pierce el representamen de un objeto o de algo, no 

en su totalidad, que para alguien representa o se refiere a algún aspecto o carácter, se dirige a alguien y 

crea en la mente de esa persona un... 

Interpertamen o signo equivalente o más desarrollado del primer signo. 

Fundamento del representamen, idea que se tiene del objeto.81 

 

Debemos empezar por señalar lo que la semiótica es la "doctrina de los signos o teoría de los 

signos”82 Todo acto de comunicación puede describirse como un par constituido por un signo 

producido por un emisor, interpretado luego por un receptor. Su estudio combinará producción e 

interpretación de un mismo signo. Tomando el modelo peirceano podríamos representar los procesos 

de producción e interpretación con un gráfico como el siguiente, en el que O representa el objeto, S 

representa el signo, I representa el interpretante y las flechas muestran las relaciones de dependencia83 

 

En ambas lógicas del signo estamos frente a una representación de algo abstracto que puede ser 

materializado por un signo, lo que en el caso que analizamos nos da una clara idea de lo que pasa con 

los derechos, así por ejemplo: Dignidad, propiedad, seguridad jurídica, son representaciones poco 

conocidas in abstracto por el público en general, eso significa que yo no puedo utilizar lo que 

desconozco. 

 

Así lo que se pretende en el presente trabajo es a partir de la perspectiva semiótica ver en que 

medida se puede producir el proceso de socialización de los derechos a partir de una asignación de 

signos utilizando los medios masivos de comunicación para su difusión. 

 

Se pretende hacer un ejercicio de utilizar un término y asignar iconos que lo representen, ya que 

por la poca socialización de derechos, muchos ciudadanos no identifican a un derecho con un icono, así 

por ejemplo:  

 

  

                                                 
80 Ferrero Federico, Semiología: Lenguaje, Lingüística y Comunicación, disponible en web: 

http://www.andinia.com/a20747.shtml , visitado 15 de octubre de 2005  
81 idem. 
82 Semiótica y comunicación disponible en web: http://personal.telefonica.terra.es/web/mir/ferran/semiotica.htm, visitado el 

10 de octubre de 2005  
83 Idem  



 

 

Derecho a la vida.- su representación puede ser la de una persona no muerta, pero el derecho a la vida 

no implica solamente el funcionamiento de los órganos vitales, sino mas bien el goce de una vida plena 

en la que el ser puede desarrollar el máximo de sus capacidades y gozar de todos los beneficios que 

implica buscar la felicidad como fin trascendente, la representación de esta idea, sería la de una ser 

humano feliz rodeado de naturaleza, ese es el mensaje que se debe transmitir, por otra parte sobre el 

mecanismo de protección se debe señalar que cualquier posible atentado contra la estructura conceptual 

anterior deberá ser solucionada por el Estado para lo cual se deberá indicar un edificio en el que diga 

Estado, para que sea claro quien es el principal responsable de su tutela.  

 

Derecho a la seguridad.- su representación es la de una persona in posibilidades de peligro o daño de 

cualquier naturaleza, no obstante, la seguridad implica seguridad jurídica, social y política, por lo cual 

cada tipo de seguridad debe tener un icono distinto, por representar cosas distintas, así la seguridad 

jurídica deberá estar representada por la posibilidad de tener la ley en las manos y que todos los 

humanos deberán actuar obedeciendo los mandatos de la misma, por otro lado la seguridad social 

deberá estar representada por la posibilidad que tiene las personas inhábiles para el trabajo de recibir un 

monto económico que garanticen que su inhabilidad laboral no significa indigencia, finalmente la 

seguridad política debe estar representada por la posibilidad de invertir en el país y de que por 

conflictos políticos esas inversiones no van a ser simplemente gastos, para lo cual se debe representar 

esta idea con carreteras desbloqueadas y un territorio pacífico. 

 

Derecho a la dignidad.- Deberá representarse por una persona que no se encuentra sometida a tratos 

degradantes o que disminuyan su condición de ser humano coin una personalidad acorde con la 

estructuras normativas expuestas anteriormente, para lo cual la representación deberá ser una persona 

feliz gozando de todos sus derechos, es decir con iconos en el mismo cuadro que nieguen la posibilidad 

de tratos crueles o degradantes. 

 

Derecho a la libertad.- Deberá representarse por una persona que cuenta con la posibilidad de transitar 

por el lugar que deseé sin que nadie se lo impida o trate de hacerlo si no es por motivo legal, una 

persona transitando en una ciudad sin ninguna presión  

 

Por lo expuesto se puede decir que en el presente trabajo se hace énfasis en la sociedad política, 

por lo cual se busca la transmisión de mensajes referidos a lo que significa la personalidad jurídica  en 

la sociedad, con lo cual se pretende transmitir el mensaje de existencia de derechos. El mensaje es una 

construcción de signos, que en el caso presente constituyen una herramienta pedagógica, la perspectiva 

semiótica aporta al presente trabajo esencialmente la posibilidad de trabajar con contextos más grandes, 

utilizando métodos cualitativos. 

 

La mayor parte de los autores se han interesado casi exclusivamente en el problema de la 

interpretación de los signos, partiendo de la opinión, ampliamente extendida, de que la producción y la 

interpretación son procesos absolutamente reversibles. De esto se desprendería que describir la 

interpretación es describir también, como en un espejo, la producción.  

 

  



 

 

Contra esta afirmación se puede observar que, si el productor es dueño del objeto que elige para 

comunicar su mensaje (elección de palabras, de grafismos, de gestos, de configuraciones múltiples de 

unos y de otros), el intérprete está obligado a efectuar un trabajo de reconstrucción de ese objeto (una 

semiosis inferencial) que no tiene por qué llegar necesariamente a reencontrar el mensaje original. En 

efecto, las relaciones singulares que productor e intérprete mantienen con las instituciones de la 

significación son las que regulan su comunicación.  

 

3.1.3 El proceso cognitivo 

 

Dentro del proceso cognitivo, encontramos que sus aspectos fundamentales son la capacidad de 

relacionar y las representaciones. Y ello especialmente debido a la preeminencia que tienen en la 

acción humana. En efecto, nada de lo que hacemos es independiente del proceso cognitivo, sea o no sea 

captado por la conciencia del individuo. Puesto que muchos de estos procesos se dan más allá de ella.84 

 

Para que exista esta intersubjetividad que permite la comunicación, es necesario postular que 

existen rasgos comunes en los procesos cognitivos de todos los seres humanos. Tanto si se cree que el 

proceso de conocimiento es categorial (como dirían Aristóteles o Kant) como si se cree que es 

puramente perceptivo (como defenderían Locke o Hume), el producto de este conocimiento individual 

establece un área de consenso con el resto de los miembros de la comunidad. 85 

 

3.2 Política pública integral para consolidar la disfusión de los derechos y reencontrar la 

confianza judicial  

 

Nos interesa aquí dejar señalado que debe realizarse una política integral de reforma de la percepción 

ciudadana en torno a la jurisdicción, para lo cual deben implementarse acciones materiales de 

socialización de derechos 

 

- La formación de Consejos de Coordinación por la Justicia, en cada Distrito judicial del país 

integrados por el Poder judicial y representantes de la Sociedad Civil, como Universidades, Colegios de 

Abogados, ONG’s, Organizaciones Sociales, Iglesias, Medios de Comunicación, conel objetivo de que 

se ocupen de difundir los mensajes antes expresados. 

 

- La creación de una Red de Universidades para el cambio estructural de la administración de justicia 

como espacio de diálogo permanente entre el Poder Judicial y las Facultades de Derecho. 

 

- La formación de una Red de Organismos de la Sociedad para una Justicia Democrática, que permita 

concentrar y reconducir los recursos y aportes de las organizaciones especializadas para la reforma de 

la justicia a nivel nacional y regional. 

 

- El fomento desde el Poder Judicial de una campaña sostenida de Difusión Mediática de los avances 

y dificultades del proceso de cambio. 

                                                 

84 Pauchard-Hafemann, H, El Proceso Cognitivo: sus Efectos en la Persona y en las Relaciones Humana, página visitada en 

12 de octubre de 2005,, disponible en web:: http://www.relaciones-humanas.net/cognitivo.html,  
85 Semiótica y comunicación disponible en web: http://personal.telefonica.terra.es/web/mir/ferran/semiotica.htm, visitado el 

10 de octubre de 2005  

 



 

 

 

- La incorporación al ordenamiento jurídico interno, por Resolución de la Corte Suprema de la 

República, de la Carta de Derechos de las Personas ante la Justicia en el Ámbito Judicial 

Iberoamericano, suscrita en la Cumbre de Presidentes de Cancún – México - 2004”. 

 

3.3 Alternativa de solución al problema de la multiculturalidad de la justicia  

 

Lo que se propone es que el Estado asuma una postura activa en el respeto de la justicia originaria 

puesto que ésta es una de las máximas expresiones culturales de un conjunto de sociedades milenarias 

que perviven con el sistema estatal, y continental de Derecho, por lo que mas allá de la mera legalidad 

hay principios políticos interculturales que deben primar sobre lo meramente formal (sistema judicial 

predominante), por lo que en el caso concreto deben exponerse éstos razonamientos para hacer 

comprender al Ministerio Público y órganos de persecución penal, lo importante de la interculturalidad 

y la tolerancia como fundamentos políticos de un Estado en construcción (o no), aprovechando la 

coyuntura de revalorización de lo “indígena” en este momento; y que este sea un importante caso para 

generar una reforma política que plasme estos principios  como la única forma verdaderamente 

conciliadora entre dos sistemas jurídicos (culturales). 

 

Conclusiones  

 

- El problema que se analiza en el caso concreto se centra en el del acceso a la jurisdicción, debido a que 

conceptualmente es necesario separar el término jurisdicción de justicia, para definir el campo de nuestro 

estudio científico; 

 

- Existe un compromiso a nivel internacional para solucionar el problema del acceso a la justicia; 

 

- Es necesario iniciar investigaciones que permitan descubrir las causas principales de la inaccesibilidad 

de la población a la jurisdicción para lo cual debe tenerse en cuanta la naturaleza compleja del 

conocimiento; 

 

- La percepción ciudadana en torno a la justicia incide en el acceso a la jurisdicción como factor 

subjetivo, para el cual no bastan soluciones demográficas de redistribución de recursos económicos y 

humanos dentro del sistema judicial. 

 

- La percepción ciudadana sobre la justicia estatal incide de manera negativa en el acceso a la 

jurisdicción debido a que se ha evidenciado que  hay personas que acceden a la jurisdicción simplemente 

por que no creen en ella como mecanismo idóneo de reparación de derechos. 

 

- Es legítimo pretender atribuir Derechos Humanos a etnias no incluidas en la materialmente en su tutela 

y protección, debido al proceso de comparación histórica que permite evidenciar la sustancial diferencia 

que hay entre sistemas judiciales precarios y los han adoptado valores políticos democráticos y principios 

liberales matizados con nociones de solidaridad. 

 

- Una política pública debe basarse en la socialización de los derechos a través de organismos de la 

sociedad civil y del Poder Judicial  

 



 

 

- La perspectiva semiótica permite generar políticas de socialización a partir de una graficación ideal 

de un objeto cognoscente 

 

- Para difundir los derechos y sus mecanismos de protección es de suma utilidad la graficación 

planteada 

 

- La perspectiva semiótica nos presenta la limitación de no contar con una idea de lo que constituye el 

proceso de comunicación en si. 

 

- La teoría de la información aporta a la perspectiva semiótica la noción de transmisión del objeto 

cognoscente.  

 

Recomendaciones  

 

- Desarrollar ámbito académicos de discusión en trono a esta problemática, ya que no es menor en el 

desarrollo local y nacional; 

 

- Considerar que la presente investigación abarca la jurisdicción, como expresión del ejercicio que 

hace el Estado para decir Derecho, pero que puede analizarse en otras ópticas tales como el de la 

justicia como valor filosófico que se puede evidenciar en hechos concretos, por lo que el acceso a la 

justicia también puede entenderse como una construcción comunitaria de relaciones de solidaridad. 
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Anexos 

 

Anexo I 

 

Encuesta para mejorar su derecho de acceso a la jurisdicción  

 

 

Datos generales del encuestado  

 

Sexo:         M      F  

Distrito:      1     2      3    4   5    6   7   8 

Edad:        12 a 18    18 a  35    35 a  60   60 o mas 

Nivel de instrucción:    Ninguno       Básico        Intermedio         Medio         Técnico   Normal        

Universitario 

Ingreso mensual       0 a 500 Bs.       500 a 1000 Bs.       1000 a 2000 Bs.        2000 a 4000 Bs.      4000 

o mas  

 

1. ¿Ha tenido Usted un problema que haya llegado a un juicio?  

 

Si     No  

 

S la respuesta es si, responda la próxima pregunta, si la respuesta es no pase a la pregunta 3. 

 

2. ¿Usted ha comprendido la situación? 

 

Si     No  

 

3. ¿Alguna vez se ha sentido agraviado hasta sentir que debía acudir a un juez para que 

defina su situación?  

 

Si     No  

 

Si la respuesta es si, responda la próxima pregunta, si la respuesta es no pase a la pregunta 5.  

 

4. ¿acudió a un juez?  

 

Si la respuesta es si, responda la próxima pregunta.  

 

5. ¿Sintió que el juez al que acudió actuó con justicia en su caso?    

 

Si     No  

 

Solo responda si respondió no a la pregunta 3, si respondió si a la pregunta 3 pase a la pregunta 7   

 

6. ¿Cual fue el motivo para no haber acudido al juez?  



 

 

 

No es necesario marcar solo uno 

 

a) No tenía plata 

b) Es muy caro, y tenía otras prioridades   

c) No sabía lo que tenía que hacer 

d) No confío en los abogados 

e) No confío en los jueces  

f) la justicia es para los que tienen plata  

g) Otro  ………………………….  

 

7. ¿Usted conoce cuales son sus derechos? 

 

Si   No  

 

8. ¿Usted sabe como hacer respetar sus derechos?    

 

Si    No  

 

¿Cómo?  

 

a) acudo a un juez  

b) acudo a un abogado 

c) Por mano propia  

d) Acudo a los representantes de mi comunidad o junta vecinal  

e) Otro   ……………………………………………………….. 

 

 

Gracias por su ayuda.  

 

  



 

 

Anexo II 

 

Gráfico de cuadros estadísticos  
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